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Asunto C-30/20

RH
contra

AB Volvo,
Volvo Group Trucks Central Europe GmbH,

Volvo Lastvagnar AB,
Volvo Group España, S. A.,

(Petición de decisión prejudicial planteada por el Juzgado de lo Mercantil n.o 2 de Madrid)

«Procedimiento prejudicial  —  Cooperación judicial en materia civil  —  Reglamento (UE)  
n.o 1215/2012  —  Competencias especiales  —  Artículo 7, punto 2  —  Competencia en materia 

delictual o cuasidelictual  —  Lugar donde se ha producido el hecho dañoso  —  Lugar de 
materialización del daño  —  Acción de reclamación de los daños y perjuicios ocasionados por un 

cártel declarado contrario al artículo 101 TFUE y al artículo 53 del Acuerdo sobre el Espacio 
Económico Europeo  —  Designación directa del órgano jurisdiccional competente  —  Lugar de 

adquisición de los bienes  —  Lugar de la sede social  —  Facultad de los Estados miembros de 
establecer una concentración de competencias»

I. Introducción

1. La petición de decisión prejudicial del Juzgado de lo Mercantil n.o 2 de Madrid trata de la 
interpretación del artículo 7, punto 2, del Reglamento (UE) n.o 1215/2012 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2012, relativo a la competencia judicial, el 
reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil. 2

2. Esta petición se ha presentado en el marco de una acción entablada por RH, domiciliada en 
Córdoba, en reclamación de los daños y perjuicios que supuestamente le ocasionó una infracción 
del artículo 101 TFUE y del artículo 53 del Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, de 
2 de mayo de 1992, 3 contra cuatro sociedades del grupo Volvo, tres de las cuales tienen domicilio 
en Estados miembros distintos del Reino de España.

ES

Recopilación de la Jurisprudencia

1 Lengua original: francés.
2 DO 2012, L 351, p. 1.
3 DO 1994, L 1, p. 3; en lo sucesivo, «Acuerdo EEE».
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3. Se solicita al Tribunal de Justicia que precise si el artículo 7, punto 2, del Reglamento 
n.o 1215/2012 determina directamente el órgano jurisdiccional competente, sin realizar una 
remisión a las reglas internas de los Estados miembros.

4. Aunque parece que la respuesta a esta cuestión prejudicial puede deducirse de algunas 
resoluciones del Tribunal de Justicia y, más especialmente, de las más recientes en materia 
delictual o cuasidelictual, está claro, especialmente a tenor de las dudas expresadas por el juzgado 
remitente, que esta respuesta debería completarse en relación con otros tres aspectos 
estrechamente relacionados.

5. En efecto, los objetivos de seguridad jurídica y de eficacia del complejo procedimiento 
contencioso sobre reparación de los daños ocasionados por prácticas contrarias a la competencia 
justifican la aportación de precisiones útiles para los tribunales nacionales en relación con la 
determinación del órgano jurisdiccional territorialmente competente y con la coexistencia de 
distintos criterios de conexión aplicados en las resoluciones del Tribunal de Justicia. En esta 
ocasión, será necesario examinar también la cuestión de la libertad de los Estados miembros para 
concentrar la tramitación de este tipo de litigio en tribunales especializados, planteada por 
algunos de ellos en sus observaciones escritas.

6. Así pues, voy a exponer los motivos que, en síntesis, me llevan a considerar:

– que el artículo 7, punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012 determina tanto la competencia 
internacional como la competencia interna del órgano jurisdiccional que conoce de un asunto;

– que, en circunstancias como las del litigio principal, el órgano jurisdiccional territorialmente 
competente es aquel en cuya demarcación se encuentra el lugar donde se adquirieron los 
bienes de que se trate, y

– que, en el marco de su organización judicial, los Estados miembros pueden decidir que la 
tramitación de los litigios en materia de prácticas contrarias a la competencia se concentre en 
determinados tribunales especializados, sin perjuicio de la observancia de los principios de 
equivalencia y de efectividad.

II. Reglamento n.o 1215/2012

7. Los considerandos 15, 16 y 34 del Reglamento n.o 1215/2012 son del siguiente tenor:

«(15) Las normas de competencia judicial deben presentar un alto grado de previsibilidad y deben 
fundamentarse en el principio de que la competencia judicial se basa generalmente en el 
domicilio del demandado. La competencia judicial debe regirse siempre por este principio, 
excepto en algunos casos muy concretos en los que el objeto del litigio o la autonomía de las 
partes justifique otro criterio de conexión. Respecto de las personas jurídicas, debe definirse 
el domicilio de manera autónoma para incrementar la transparencia de las normas comunes 
y evitar los conflictos de jurisdicción.

(16) El foro del domicilio del demandado debe completarse con otros foros alternativos a causa de 
la estrecha conexión existente entre el órgano jurisdiccional y el litigio o para facilitar una 
buena administración de justicia. La existencia de una estrecha conexión debe garantizar la 
seguridad jurídica y evitar la posibilidad de que una persona sea demandada ante un órgano 
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jurisdiccional de un Estado miembro que no hubiera podido prever razonablemente. Este 
aspecto reviste particular importancia en relación con los litigios relativos a obligaciones no 
contractuales derivadas de vulneraciones del derecho a la intimidad y de los derechos de la 
personalidad, incluida la difamación.

[…]

(34) Procede garantizar la continuidad entre el Convenio [de 27 de septiembre de 1968, relativo a 
la competencia judicial y a la ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y 
mercantil, 4 en su versión modificada por los sucesivos convenios de adhesión de nuevos 
Estados miembros a dicho Convenio], 5 el Reglamento (CE) n.o 44/2001 [del Consejo, de 
22 de diciembre de 2000, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución 
de resoluciones judiciales en materia civil y mercantil,] 6 y el presente Reglamento; a tal 
efecto, es oportuno establecer disposiciones transitorias. La misma continuidad debe 
aplicarse por lo que respecta a la interpretación de [dicho] Convenio […] y de los 
Reglamentos que lo sustituyen por el Tribunal de Justicia de la Unión Europea.»

8. Dentro del capítulo I del Reglamento n.o 1215/2012, titulado «Ámbito de aplicación y 
definiciones», el artículo 1, apartado 1, establece:

«El presente Reglamento se aplicará en materia civil y mercantil con independencia de la 
naturaleza del órgano jurisdiccional […]».

9. El capítulo II de dicho Reglamento, titulado «Competencia», contiene, dentro de su sección 1, 
relativa a las «disposiciones generales», los artículos 4 a 6.

10. El artículo 4, apartado 1, del citado Reglamento dispone:

«Salvo lo dispuesto en el presente Reglamento, las personas domiciliadas en un Estado miembro 
estarán sometidas, sea cual sea su nacionalidad, a los órganos jurisdiccionales de dicho Estado.»

11. A tenor del artículo 5, apartado 1, del Reglamento n.o 1215/2012:

«Las personas domiciliadas en un Estado miembro solo podrán ser demandadas ante los órganos 
jurisdiccionales de otro Estado miembro en virtud de las normas establecidas en las secciones 2 a 7 
del presente capítulo.»

12. La sección 2 del citado capítulo, titulada «Competencias especiales», incluye los 
artículos 7 a 9.

13. El artículo 7, punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012, está redactado en los siguientes 
términos:

«Una persona domiciliada en un Estado miembro podrá ser demandada en otro Estado miembro:

[…]

4 DO 1972, L 299, p. 32.
5 En lo sucesivo, «Convenio de Bruselas».
6 DO 2001, L 12, p. 1.
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2) en materia delictual o cuasidelictual, ante el órgano jurisdiccional del lugar donde se haya 
producido o pueda producirse el hecho dañoso.»

14. El artículo 26 del citado Reglamento, que figura en el capítulo II, sección 7, titulada «Prórroga 
de la competencia», establece en su apartado 1 lo siguiente:

«Con independencia de los casos en los que su competencia resulte de otras disposiciones del 
presente Reglamento, será competente el órgano jurisdiccional de un Estado miembro ante el 
que comparezca el demandado. Esta regla no será de aplicación si la comparecencia tiene por 
objeto impugnar la competencia o si existe otra jurisdicción exclusivamente competente en 
virtud del artículo 24.»

III. Hechos del litigio principal y cuestión prejudicial

15. Como resulta de la documentación que obra en poder del Tribunal de Justicia, entre 2004 
y 2009, RH, establecida en Córdoba, adquirió, para su actividad de transporte por carretera, cinco 
camiones en un concesionario de Volvo Group España, S. A. En 2008, se transmitió a RH la 
propiedad de uno de los camiones, que previamente había sido objeto de un contrato de 
arrendamiento financiero.

16. El 19 de julio de 2016, la Comisión Europea adoptó la Decisión relativa a un procedimiento en 
virtud del artículo 101 [TFUE] y del artículo 53 del Acuerdo EEE (Asunto AT.39824 — Camiones) 
[C(2016) 4673 final], cuyo resumen fue publicado en el Diario Oficial de la Unión Europea de 
6 de abril de 2017. 7

17. Mediante la citada Decisión, la Comisión declaró la existencia de un cártel entre quince 
fabricantes de camiones, entre ellos, AB Volvo, Volvo Lastvagnar AB y Volvo Group Trucks 
Central Europe GmbH, entre el 17 de enero de 1997 y el 18 de enero de 2011, en relación con dos 
categorías de productos: los camiones de entre 6 y 16 toneladas (camiones medios) y los camiones 
de más de 16 toneladas (camiones pesados), tanto camiones rígidos como cabezas tractoras.

18. A tenor de dicha Decisión, 8 «la infracción consistió en acuerdos colusorios sobre la fijación de 
precios y los incrementos de los precios brutos de los camiones en el [Espacio Económico Europeo 
(EEE)]; y el calendario y la repercusión de los costes para la introducción de tecnologías de 
emisiones en el caso de los camiones medios y pesados exigida por las normas EURO 3 a 6. Las 
centrales de los destinatarios participaron directamente en la discusión sobre los precios, los 
incrementos de precios y la introducción de nuevas normas de emisiones hasta 2004. Al menos 
desde agosto de 2002, se mantuvieron conversaciones a través de filiales alemanas que, en diversos 
grados, informaron a sus centrales. El intercambio tuvo lugar tanto a nivel multilateral como 
bilateral. Estos acuerdos colusorios incluyeron acuerdos o prácticas concertadas sobre la fijación 
de precios y los aumentos de precios brutos con el fin de alinear los precios brutos en el EEE y el 
calendario y la repercusión de costes para la introducción de las tecnologías de emisiones exigida 
por las normas EURO 3 a 6. La infracción abarcó la totalidad del EEE y duró desde el 17 de enero 
de 1997 hasta el 18 de enero de 2011».

7 DO 2017, C 108, p. 6; en lo sucesivo, «Decisión sobe el cártel de los camiones».
8 Apartados 9 a 11.
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19. En consecuencia, la Comisión impuso multas a todas las entidades participantes, incluidas 
Volvo, Volvo Lastvagnar y Volvo Group Trucks Central Europe, a excepción de una entidad que 
fue eximida del pago de multas. 9

20. RH presentó una demanda contra Volvo, Volvo Lastvagnar y Volvo Group Trucks Central 
Europe, y contra la filial española de dichas sociedades matrices, Volvo Group España (en lo 
sucesivo, «sociedades Volvo»).

21. Dichas sociedades se han limitado a negar la competencia internacional 10 del juzgado 
remitente. Invocan el artículo 7, punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012 y la jurisprudencia del 
Tribunal de Justicia, de los que resulta, en su opinión, que el criterio de competencia que en ellos 
se expresa, a saber, el criterio del «lugar donde se haya producido o pueda producirse el hecho 
dañoso», es un concepto del Derecho de la Unión y consiste en el lugar del hecho causal, en este 
caso, el lugar de constitución del cártel de los camiones. Dicho lugar no puede identificarse con el 
lugar del domicilio de la demandante y se encuentra, según los demandados, fuera de España, en 
otros Estados miembros.

22. El juzgado remitente señala que, con arreglo a una reiterada jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia, la competencia internacional de un tribunal español puede justificarse en razón del lugar 
donde se haya producido el daño. Recuerda que tal lugar sería el domicilio social del perjudicado, 
según la sentencia de 21 de mayo de 2015, CDC Hydrogen Peroxide. 11 Añade que, en la sentencia 
de 29 de julio de 2019, Tibor-Trans, 12 que se refiere a una demanda presentada en Hungría contra 
otro miembro del mismo cártel, cuyo objeto es idéntico al de la demanda entablada por RH, el 
Tribunal de Justicia declaró que, «cuando el mercado afectado por las prácticas contrarias a la 
competencia se encuentra en el Estado miembro en cuyo territorio supuestamente sobrevino el 
daño alegado, procede considerar que el lugar donde se materializó el daño, a efectos de la 
aplicación del artículo 7, punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012, se encuentra en dicho Estado 
miembro». 13

23. El juzgado remitente expresa dudas en cuanto a si dicha jurisprudencia se está refiriendo a la 
competencia internacional de los órganos judiciales del Estado miembro en el que aconteció el 
daño o está además estableciendo de forma directa la competencia territorial interna dentro de 
ese Estado miembro de la Unión.

24. Aclara que, según reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo de España, 14 la regla 
establecida en el artículo 7, punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012 no regula la competencia 
territorial interna. En consecuencia, ante la ausencia de una norma nacional específica para 
determinar la competencia territorial de un órgano jurisdiccional en materia de acciones de 
Derecho privado de la competencia, el fuero adecuado es el de la competencia desleal, previsto 

9 Véase el punto 15 de la Decisión sobre el cártel de los camiones. Según las indicaciones facilitadas por la Comisión, en 2019 
(https://ec.europa.eu/competition/cartels/statistics/statistics.pdf, p. 3), el importe total de esas multas era el mayor de todos los 
importes fijados desde 1969.

10 El juzgado remitente ha puesto de relieve que las partes demandadas no han cuestionado su competencia territorial, por lo que se debe 
entender que se someten tácitamente a la circunscripción de dicho órgano jurisdiccional, con arreglo al artículo 56 de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil 1/2000, de 7 de enero de 2000 (BOE n.o 7, de 8 de enero de 2000, p. 575).

11 C-352/13, en lo sucesivo, «sentencia CDC Hydrogen Peroxide», EU:C:2015:335, apartados 52 y 53.
12 C-451/18, en lo sucesivo, «sentencia Tibor-Trans», EU:C:2019:635.
13 Sentencia Tibor-Trans, apartado 33.
14 El juzgado remitente cita el auto del Tribunal Supremo, Sala de lo Civil, de 26 de febrero de 2019, n.o 262/2018, y unas resoluciones 

idénticas recientes, en particular, las de 8 y 15 de octubre de 2019. El Gobierno español cita asimismo la mencionada resolución 
n.o 262/2018 y también otras resoluciones del mismo órgano jurisdiccional, a saber, las resoluciones de 7 de mayo de 2019, n.o 16/2019, 
de 9 de julio de 2019, n.o 100/2019, y de 4 de febrero de 2020, n.o 266/2019.
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en el artículo 52, apartado 1, punto 12, de la Ley de Enjuiciamiento Civil 1/2000. Por consiguiente, 
el juez competente es el del lugar donde se ha producido el daño, que es el de la adquisición del 
vehículo o de la suscripción del contrato de arrendamiento financiero.

25. El juzgado remitente entiende que cabría interpretar el artículo 7, punto 2, del Reglamento 
n.o 1215/2012 en el mismo sentido en que lo hizo el Tribunal de Justicia en su jurisprudencia 
sobre la competencia judicial en materia contractual. Señala que, en sus sentencias de 3 de mayo 
de 2007, Color Drack, 15 y de 9 de julio de 2009, Rehder, 16 el Tribunal de Justicia optó por 
considerar que el artículo 5, punto 1, letra b), del Reglamento n.o 44/2001 determina 
directamente el foro competente sin realizar una remisión a las reglas internas de los Estados 
miembros. De ser así, el foro competente sería, según su opinión, el del domicilio social de la 
víctima del cártel.

26. En estas circunstancias, el Juzgado de lo Mercantil n.o 2 de Madrid decidió suspender el 
procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia la siguiente cuestión prejudicial:

«El artículo 7, punto 2, del Reglamento [n.o 1215/2012], al establecer que una persona domiciliada 
en un Estado miembro podrá ser demandada en otro Estado miembro “en materia delictual o 
cuasidelictual, ante el órgano jurisdiccional del lugar donde se haya producido o pueda 
producirse el hecho dañoso”, ¿debe interpretarse en el sentido de que solo establece la 
competencia internacional de los órganos jurisdiccionales del Estado miembro donde se 
encuentre dicho lugar, de forma que para la concreción del juez nacional territorialmente 
competente dentro de ese Estado se hace una remisión a las normas procesales internas, o debe 
interpretarse como una norma mixta que, por tanto, determina directamente tanto la 
competencia internacional como la competencia territorial nacional, sin necesidad de ninguna 
remisión a la normativa interna?»

27. Volvo, los Gobiernos español, francés y neerlandés y la Comisión han presentado 
observaciones escritas ante el Tribunal de Justicia.

28. La celebración de la vista oral, inicialmente señalada para el 17 de diciembre de 2020, fue 
cancelada en razón de la crisis sanitaria y la pregunta formulada por el Tribunal de Justicia para 
ser respondida verbalmente fue transformada en una pregunta que debía ser respondida por 
escrito y completada con otras preguntas. Las sociedades Volvo, así como el Gobierno español y la 
Comisión, respondieron a dichas preguntas en los plazos concedidos al efecto.

IV. Análisis

A. Sobre la admisibilidad

29. Las sociedades Volvo han solicitado que se declare inadmisible la petición de decisión 
prejudicial, al considerar que la respuesta a la cuestión prejudicial planteada por el juzgado 
remitente está clara.

15 C-386/05, EU:C:2007:262.
16 C-204/08, EU:C:2009:439.
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30. Según reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia, en el marco de la cooperación entre 
este y los órganos jurisdiccionales nacionales establecida en el artículo 267 TFUE, primero, 
corresponde exclusivamente al órgano jurisdiccional nacional, que conoce del litigio y debe 
asumir la responsabilidad de la decisión jurisdiccional que debe adoptarse, apreciar, a la luz de las 
particularidades del asunto, tanto la necesidad de una decisión prejudicial para poder dictar su 
sentencia como la pertinencia de las cuestiones que plantea al Tribunal de Justicia. Por 
consiguiente, cuando las cuestiones planteadas se refieren a la interpretación del Derecho de la 
Unión, el Tribunal de Justicia está, en principio, obligado a pronunciarse. Segundo, las cuestiones 
sobre la interpretación del Derecho de la Unión planteadas por el juez nacional en el marco fáctico 
y normativo definido bajo su responsabilidad y cuya exactitud no corresponde verificar al Tribunal 
de Justicia disfrutan de una presunción de pertinencia, salvo que no presenten ninguna relación 
con el litigio principal. 17

31. En el presente caso, el juzgado remitente ha expuesto con precisión las dudas que alberga en 
relación con su competencia territorial, que justificaron su petición de decisión prejudicial. Se 
basan en que no existe una decisión expresa del Tribunal de Justicia en materia delictual o 
cuasidelictual sobre el alcance del artículo 7, punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012 y en que una 
reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo ha establecido que dicha disposición no excluye la 
aplicación de las reglas de competencia interna.

32. En estas circunstancias, considero que procede declarar la admisibilidad de la cuestión 
prejudicial planteada por el juzgado remitente.

B. Sobre el fondo

33. Mediante su cuestión prejudicial, el juzgado remitente pregunta si el artículo 7, punto 2, del 
Reglamento n.o 1215/2012 debe interpretarse en el sentido de que determina, en materia 
delictual o cuasidelictual, no solo la competencia internacional de los órganos jurisdiccionales del 
Estado miembro en que se localiza el criterio de conexión establecido en dicha disposición, sino 
también la competencia territorial de los órganos jurisdiccionales de dicho Estado.

1. Observaciones preliminares

34. En apoyo de su petición de decisión prejudicial, el juzgado remitente ha recordado 
acertadamente que, en un marco fáctico idéntico al del litigio principal, esto es, el del cártel de los 
camiones, el Tribunal de Justicia se pronunció, en la sentencia Tibor-Trans, sobre la cuestión de la 
competencia del órgano jurisdiccional que conoce de una acción indemnizatoria de un perjuicio 
causado por una infracción del Derecho de la competencia. Asimismo, ha hecho hincapié en que, 
en dicha sentencia, la respuesta del Tribunal de Justicia no trata expresamente del carácter 
«mixto» de la regla de competencia establecida en el artículo 7, punto 2, del Reglamento 
n.o 1215/2012, a diferencia de las resoluciones pronunciadas en materia contractual, a saber, las 
sentencias de 3 de mayo de 2007, Color Drack, 18 y de 9 de julio de 2009, Rehder. 19

17 Véanse, en particular, las sentencias de 14 de febrero de 2019, Milivojević (C-630/17, EU:C:2019:123), apartados 47 y 48, y de 9 de julio 
de 2020, Verein für Konsumenteninformation (C-343/19, en lo sucesivo, «sentencia Verein für Konsumenteninformation», 
EU:C:2020:534), apartado 19.

18 C-386/05, EU:C:2007:262.
19 C-204/08, EU:C:2009:439.
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35. Cabe señalar, por un lado, que esta cuestión inédita no es un caso aislado. 20 Podría afirmarse 
que los tribunales nacionales esperan una interpretación más precisa de las disposiciones del 
Reglamento n.o 1215/2012. Por otro lado, entiendo que hay que contemplar la posibilidad de 
responder al juzgado remitente a la luz de las sentencias Verein für Konsumenteninformation y de 
24 de noviembre de 2020, Wikingerhof, 21 que se han dictado después de la formulación de la 
presente cuestión prejudicial ante el Tribunal de Justicia.

36. Por todas estas razones, dedicaré mi análisis, primeramente, a la cuestión que se plantea en 
relación con el alcance de la regla de competencia establecida en el artículo 7, punto 2, del 
Reglamento n.o 1215/2012. Seguidamente, expondré algunas consideraciones dirigidas a perfilar 
los criterios de determinación del órgano jurisdiccional territorialmente competente. Por último, 
examinaré la sugerencia del Gobierno francés y de la Comisión relativa a la facultad de los Estados 
miembros de optar por una organización de los órganos jurisdiccionales en función de la materia 
que concentre la tramitación de determinados litigios en unos tribunales especializados.

37. A efectos de examinar estos aspectos en su conjunto, me parece importante recordar que, 
según reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia, en la medida en que el Reglamento 
n.o 1215/2012 deroga y sustituye al Reglamento n.o 44/2001, el cual, a su vez, sustituyó al 
Convenio de Bruselas, la interpretación dada por el Tribunal de Justicia en lo que respecta a las 
disposiciones de estos últimos instrumentos jurídicos sigue siendo válida para el Reglamento 
n.o 1215/2012 cuando estas disposiciones puedan calificarse de «equivalentes». 22 Tal es el caso del 
artículo 5, punto 3, del citado Convenio y del Reglamento n.o 44/2001, por una parte, y del 
artículo 7, punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012, por otra. 23

2. Sobre la determinación de la competencia judicial tanto internacional como interna

38. Opino que las dudas expresadas por el juzgado remitente sobre el objeto del artículo 7, 
punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012 pueden disiparse fácilmente desde la sentencia 
Wikingerhof. El Tribunal de Justicia llegó a la conclusión de que «el juez competente en virtud del 
artículo 7, punto 2, [de dicho Reglamento,] a saber, […] el del mercado afectado por el supuesto 
comportamiento contrario a la competencia, es el más apto para dirimir [el asunto]». 24

39. Por ello, considero, al igual que el conjunto de las partes e interesados que han presentado 
observaciones escritas ante el Tribunal de Justicia y los Abogados Generales que se expresaron 
incidentalmente sobre esta cuestión con ocasión de asuntos anteriores, 25 que puede afirmarse 
expresamente que el objeto del artículo 7, punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012 es regular la 

20 Véase, en particular, el asunto Allianz Elementar Versicherung (C-652/20), que actualmente pende ante el Tribunal de Justicia.
21 C-59/19, en lo sucesivo, «sentencia Wikingerhof», EU:C:2020:950.
22 Véase la sentencia Verein für Konsumenteninformation, apartado 22 y jurisprudencia citada.
23 Véase la sentencia Wikingerhof, apartado 20 y jurisprudencia citada. También es útil precisar que el artículo 4 y el artículo 7, punto 1, 

del Reglamento n.o 1215/2012 corresponden, respectivamente, al artículo 2 y al artículo 5, punto 1, del Reglamento n.o 44/2001.
24 Véase la sentencia Wikingerhof, apartado 37 y jurisprudencia citada. El subrayado es mío. A este respecto, procede señalar la diferencia 

de redacción en comparación con la sentencia Tibor-Trans, a la que se ha referido el juzgado remitente. En su apartado 34, figuran las 
expresiones «los tribunales del Estado miembro en que se encuentra el mercado afectado» y «los tribunales del lugar en que [las] 
prácticas [de un operador económico] han falseado las reglas de la sana competencia», basadas en la sentencia de 5 de julio de 2018, 
flyLAL-Lithuanian Airlines (C-27/17, en lo sucesivo, «sentencia flyLAL-Lithuanian Airlines», EU:C:2018:533), apartado 40, que allí 
se cita.

25 Véanse, en particular, las conclusiones del Abogado General Jääskinen presentadas en el asunto Melzer (C-228/11, EU:C:2012:766), 
punto 34, y del Abogado General Campos Sánchez-Bordona presentadas en el asunto Verein für Konsumenteninformation (C-343/19, 
EU:C:2020:253), punto 74, y en el asunto Vereniging van Effectenbezitters (C-709/19, EU:C:2020:1056), punto 18.
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competencia de los órganos jurisdiccionales no solo entre los Estados miembros, sino también a 
escala interna, y que las demás cuestiones procesales habrán de regirse por el Derecho del Estado 
miembro del tribunal que conoce del litigio. 26

40. En este sentido, podría bastar con señalar, por una parte, como en la sentencia de 9 de julio de 
2009, Rehder, 27 dictada en materia contractual, por lo que respecta a las disposiciones del 
Reglamento n.o 44/2001, que las mismas consideraciones que aquellas en las que se basó el 
Tribunal de Justicia para llegar a la interpretación dada en la sentencia de 3 de mayo de 2007, 
Color Drack, 28 son aplicables en lo que atañe a las reglas de competencia especial equivalentes en 
el Reglamento n.o 1215/2012, en razón de su génesis, de su finalidad y de su lugar en el sistema 
establecido por dicho Reglamento. Por otra parte, estos motivos llevaron al Tribunal de Justicia a 
interpretar en idéntico sentido las reglas de competencia en materia de obligaciones de alimentos.

41. No obstante, para favorecer la comprensión de las disposiciones del Reglamento 
n.o 1215/2012 en su conjunto, tal como están articuladas, considero oportuno detallar los 
elementos útiles para la interpretación del artículo 7, punto 2, de dicho Reglamento no solo a la 
vista de su redacción, sino también del sistema que instaura y de los objetivos que persigue. 29

42. En primer lugar, por lo que respecta a la redacción del artículo 7, punto 2, del Reglamento 
n.o 1215/2012, de su comparación con la del artículo 4, apartado 1, del mismo Reglamento deben 
extraerse algunas conclusiones. Este artículo se refiere a «los órganos jurisdiccionales» del Estado 
miembro en que estén domiciliadas las personas demandadas. Esta expresión general determina la 
competencia de los órganos jurisdiccionales de un Estado miembro, tomados en su conjunto. 30 La 
determinación del órgano jurisdiccional territorialmente competente se rige, entonces, por 
normas nacionales.

43. En cambio, en el artículo 7 del Reglamento n.o 1215/2012, a excepción de su punto 6, el 
legislador de la Unión se ha decantado por las expresiones «ante el órgano jurisdiccional del 
lugar» 31 o «ante el órgano jurisdiccional», pues se trata de una opción abierta para el 
demandante, en consideración a un lugar concreto, como excepción a la regla de competencia 
general, 32 según el objeto de la demanda. Así, en materia delictual o cuasidelictual, en el 
artículo 7, punto 2, de dicho Reglamento, se enuncia el criterio «del lugar donde se haya 

26 Véase asimismo, en este sentido, Thode, R., «Art. 7 [Besondere Gerichtsstände]», Beck’scher Online-Kommentar ZPO, Brüssel Ia-VO, 
C. H. Beck, Múnich, 2020, punto 6.

27 C-204/08, EU:C:2009:439, apartado 36.
28 C-386/05, EU:C:2007:262.
29 Véase la sentencia Wikingerhof, apartado 25, primera frase, y jurisprudencia citada.
30 Véase también, en materia de competencias exclusivas, la sentencia de 28 de abril de 2009, Apostolides (C-420/07, EU:C:2009:271), 

apartados 48 y 50. Así, el Tribunal de Justicia consideró que el artículo 22 del Reglamento n.o 44/2001, equivalente al artículo 24 del 
Reglamento n.o 1215/2012, que contiene una lista imperativa y exhaustiva de los fueros de competencia judicial internacional exclusiva 
de los Estados miembros, se limita a designar el Estado miembro cuyos tribunales son competentes ratione materiae, aunque sin 
repartir las competencias en el seno del Estado miembro de que se trate, y que incumbe a cada Estado miembro determinar su propia 
organización judicial. El Tribunal de Justicia precisó que la regla del forum rei sitae establecida en el artículo 22, punto 1, del 
Reglamento n.o 44/2001 se refiere a la competencia judicial internacional de los Estados miembros y no a la competencia judicial 
interna de estos.

31 El subrayado es mío.
32 Véase, a este respecto, Gaudemet-Tallon, H., y Ancel, M.-E., Compétence et exécution des jugements en Europe, Règlements 44/2001 

et 1215/2012, Conventions de Bruxelles (1968) et de Lugano (1998 et 2007), 6.a ed., Librairie générale de droit et de jurisprudence, serie 
«Droit des affaires», París, 2018, apartado 180, pp. 246 y 247. Véanse, en comparación, otras disposiciones del Reglamento 
n.o 1215/2012 que se refieren al tribunal de un lugar, como el artículo 11, apartado 1, letra b), y el artículo 12, en materia de seguros, el 
artículo 18, apartado 1, en materia de contratos celebrados por un consumidor, y el artículo 21, apartado 1, letra b), en materia de 
contratos individuales de trabajo.
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producido o pueda producirse el hecho dañoso». De igual forma, en virtud del artículo 7, punto 1, 
letra a), del citado Reglamento, se podrá demandar «ante el órgano jurisdiccional del lugar en el 
que se haya cumplido o deba cumplirse la obligación que sirva de base a la demanda».

44. En segundo lugar, debe ponerse de relieve el carácter excepcional del sistema establecido por 
el Reglamento n.o 1215/2012, que permite al demandante invocar alguna de las reglas de 
competencia especial establecidas por el referido Reglamento, 33 en la medida en que está 
reservado a algunas materias o va destinado a proteger a la parte más débil.

45. En tercer lugar, debe señalarse que la formulación de estas reglas de competencia especial se 
justifica, como se precisa en el considerando 16 del Reglamento n.o 1215/2012, por el objetivo del 
legislador de autorizar la elección de un tribunal de un Estado miembro en función del lugar con el 
que el litigio tiene una vinculación especial y por el afán de facilitar una buena administración de 
justicia. 34 Estos principios han guiado constantemente al Tribunal de Justicia en la interpretación 
de las reglas de competencia especial con vistas a reconocer los criterios de conexión adecuados 
para unificar las reglas de conflicto de jurisdicción 35 y determinar el órgano jurisdiccional más 
adecuado para conocer de un asunto.

46. Corrobora este análisis el Informe del Sr. P. Jenard sobre el Convenio de Bruselas, 36 cuyo 
análisis se ve confirmado en el Informe del Sr. P. Schlosser sobre el Convenio relativo a la 
adhesión del Reino de Dinamarca, de Irlanda y del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del 
Norte al Convenio de Bruselas, así como al Protocolo relativo a su interpretación por el Tribunal 
de Justicia de Justicia. 37

47. En estas circunstancias, como ya podía deducirse de la motivación de otras sentencias 
anteriores del Tribunal de Justicia, tanto en materia contractual 38 como en materia de 
obligaciones de alimentos, 39 no cabe duda de que el artículo 7, punto 2, del Reglamento 
n.o 1215/2012 designa directamente el foro competente, 40 a la vista de los objetivos que persigue.

48. En mi opinión, tal respuesta, al obligar a un órgano jurisdiccional de un Estado miembro al 
que, conforme al artículo 7, punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012, se haya sometido un asunto, 
a no aplicar las reglas internas de competencia territorial, debería, especialmente en razón de la 
evolución de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia en materia de competencia judicial en 

33 Véanse las sentencias de 14 de febrero de 2019, Milivojević (C-630/17, EU:C:2019:123), apartado 81, y Wikingerhof, apartados 26 y 27.
34 Véanse, como recordatorio de la reiterada jurisprudencia del Tribunal de Justicia relativa a la competencia en materia delictual o 

cuasidelictual, las sentencias Verein für Konsumenteninformation, apartado 38, y Wikingerhof, apartado 28 y jurisprudencia citada).
35 Véase la sentencia de 3 de mayo de 2007, Color Drack (C-386/05, EU:C:2007:262), apartado 30.
36 Informe sobre el Convenio de 27 de septiembre de 1968 relativo a la competencia judicial y a la ejecución de resoluciones judiciales en 

materia civil y mercantil (DO 1979, C 59, p. 1), en particular, p. 22.
37 DO 1990, C 189, p. 184, en particular, p. 208, punto 81 bb).
38 Véase, en relación con el artículo 7, punto 1, letra b), segundo guion, del Reglamento n.o 1215/2012, la sentencia de 15 de junio de 2017, 

Kareda (C-249/16, EU:C:2017:472) apartado 46.
39 Véase la sentencia de 18 de diciembre de 2014, Sanders y Huber (C-400/13 y C-408/13, en lo sucesivo, «sentencia Sanders y Huber», 

EU:C:2014:2461), apartado 30 y jurisprudencia citada.
40 Véanse, a este respecto, las precisiones que figuran en la sentencia CDC Hydrogen Peroxide, apartado 55.
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caso de infracción del Derecho de la competencia, completarse útilmente con precisiones sobre el 
lugar de materialización del supuesto daño 41 y sobre la determinación concreta del órgano 
jurisdiccional especialmente competente.

3. Sobre la determinación del lugar de materialización del daño alegado y la designación del 
órgano jurisdiccional competente

49. En la motivación de la petición de decisión prejudicial, el juzgado remitente se ha referido 
indistintamente a las sentencias CDC Hydrogen Peroxide 42 y Tibor-Trans, relativas a la 
determinación del órgano jurisdiccional competente para pronunciarse sobre acciones 
indemnizatorias de los perjuicios causados por cárteles que fueron objeto de sanción por la 
Comisión, 43 a pesar de que el Tribunal de Justicia partió de dos localizaciones diferentes del daño 
y de que las circunstancias fácticas del asunto principal imponían acudir a la segunda sentencia.

50. Considero, así pues, que se brinda de esta manera al Tribunal de Justicia la ocasión de 
proporcionar todas las aclaraciones que sean útiles para los tribunales nacionales sobre el alcance 
de la sentencia Tibor-Trans, a la luz de las sentencias Verein für Konsumenteninformation y 
Wikingerhof, dictadas por el Tribunal de Justicia con posterioridad a la petición de decisión 
prejudicial. Asimismo, el Tribunal de Justicia debería aclarar si pueden adoptarse diversos 
criterios de competencia con objeto de alcanzar el objetivo que justifica la existencia de estos, 
que es el de atender prioritariamente a la relación de proximidad con el litigio.

a) Sentencia Tibor-Trans

51. Aunque la sentencia Tibor-Trans fue dictada en un contexto prácticamente idéntico al del 
litigio principal, vale la pena analizarla con detalle en varios aspectos.

52. En primer lugar, como ocurre en el litigio principal, en el asunto que dio lugar a la sentencia 
Tibor-Trans, el órgano jurisdiccional remitente conocía de una acción entablada para obtener la 
indemnización de los daños consistentes en los sobrecostes pagados a causa de unos precios 
artificialmente elevados aplicados a los camiones, daños que fueron provocados por las mismas 
prácticas contrarias a la competencia.

53. Así como en el asunto que dio lugar a la sentencia Tibor-Trans la sociedad demandante había 
optado por dirigir su acción únicamente contra uno de los participantes en el cártel en cuestión, 
de quien no había adquirido camiones, 44 en el presente asunto, RH ha demandado, de entre otras 
sociedades responsables del cártel de que se trata, a varias de ellas con domicilio social fuera de 
España, a las que no se habían comprado directamente los camiones fabricados por ellas. RH 

41 En su jurisprudencia sobre el concepto de «lugar donde se hubiere producido el hecho dañoso», el Tribunal de Justicia ha considerado 
que se refiere al mismo tiempo al lugar donde se ha producido el daño y al lugar del hecho causal que originó ese daño, de modo que la 
acción puede ejercitarse, a elección del demandante, ante los órganos jurisdiccionales de cualquiera de esos dos lugares (véase la 
sentencia Verein für Konsumenteninformation), apartado 23 y jurisprudencia citada, lo cual supone que no coinciden (véase, en 
particular, la sentencia de 30 de noviembre de 1976, Bier, 21/76, EU:C:1976:166), apartados 24 y 25.

42 Véanse, para una exposición pormenorizada de este asunto, los puntos 100 y 101 de las presentes conclusiones.
43 Véase el punto 22 de las presentes conclusiones.
44 Véase la sentencia Tibor-Trans, apartado 36.
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también ha demandado a la filial española de dichas sociedades 45 de la que depende el 
concesionario de automóviles español que le suministró los camiones, como puede deducirse de 
los documentos que obran en autos. 46

54. En segundo lugar, en el asunto que dio lugar a la sentencia Tibor-Trans, el órgano 
jurisdiccional remitente albergaba dudas sobre la aplicación por analogía de la sentencia CDC 
Hydrogen Peroxide, en la que el Tribunal de Justicia había identificado como foro competente el 
del domicilio social de la sociedad demandante, ante la falta de un vínculo contractual directo 
entre las partes y de la obligación de no optar por una regla de competencia que favorezca el forum 
actoris. 47

55. El Tribunal de Justicia declaró que «el artículo 7, punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012 debe 
interpretarse en el sentido de que, en el marco de una acción indemnizatoria de un perjuicio 
causado por una infracción del artículo 101 TFUE, consistente, en particular, en la celebración de 
acuerdos colusorios sobre fijación de precios e incrementos de precios brutos de camiones, el 
“lugar donde se haya producido el hecho dañoso” se refiere, en una situación como la del litigio 
principal, al lugar del mercado afectado por dicha infracción, a saber, el lugar donde se han 
falseado los precios de mercado y en el cual la víctima alega haber sufrido este perjuicio, incluso 
si la acción se dirige contra un participante en el cártel controvertido con el que la víctima no 
estableció relaciones contractuales». 48

56. En cuanto a la determinación del daño, el Tribunal de Justicia señaló que «el daño alegado en 
el litigio principal consiste principalmente en sobrecostes pagados a causa de precios 
artificialmente elevados y, por ello, es la consecuencia inmediata de la infracción del 
artículo 101 TFUE, constituyendo, pues, un daño directo que permite fundamentar, en principio, 
la competencia de los tribunales del Estado miembro en cuyo territorio se ha producido dicho 
daño». 49

57. En cuanto a la localización del daño directamente sufrido, el Tribunal de Justicia decidió que, 
«cuando el mercado afectado por las prácticas contrarias a la competencia se encuentra en el 
Estado miembro en cuyo territorio supuestamente sobrevino el daño alegado, procede considerar 
que el lugar donde se materializó el daño, a efectos de la aplicación del artículo 7, punto 2, del 
Reglamento n.o 1215/2012, se encuentra en dicho Estado miembro». 50

58. En apoyo de esta decisión, el Tribunal de Justicia citó el apartado 40 de la sentencia 
flyLAL-Lithuanian Airlines. Así pues, creo que debe señalarse, de una parte, que, en un asunto 
que trata de un cartel sobre precios de la misma naturaleza, y sancionado en las mismas 

45 Debo subrayar que las dudas del juzgado remitente no versan sobre la opción de demandar a la filial española. A este respecto, 
siguiendo al Gobierno español, es pertinente aclarar que, próximamente, el Tribunal de Justicia [asunto Sumal (C-882/19)] dirimirá la 
cuestión de si, en el marco de acciones de Derecho privado de reparación del daño ocasionado a una víctima de una práctica contraria 
a la competencia declarada por la Comisión, en este caso, la Decisión sobre el cártel de los camiones, esa víctima tiene derecho a 
solicitar la indemnización por el perjuicio no a la sociedad matriz específicamente contemplada en la Decisión de la Comisión, sino a 
las filiales que formen parte del mismo grupo de sociedades, con arreglo a la doctrina de la unidad económica en Derecho de la 
competencia (véanse las conclusiones del Abogado General Pitruzzella presentadas en el asunto Sumal (C-882/19, EU:C:2021:293).

46 No se desprende de los autos de los que dispone el Tribunal de Justicia que, como ocurrió en el asunto que dio lugar a la sentencia 
Tibor-Trans (véase el apartado 30 de dicha sentencia), los concesionarios españoles hayan repercutido el incremento de los precios en 
los compradores finales. El hecho de que no se haya iniciado ningún procedimiento por o contra los compradores directos aboga en 
favor de una uniformidad de las prácticas.

47 Véase la sentencia Tibor-Trans, apartado 19.
48 Sentencia Tibor-Trans, apartado 37.
49 Sentencia Tibor-Trans, apartado 31.
50 Sentencia Tibor-Trans, apartado 33.
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circunstancias que el asunto que había servido de base a una acción indemnizatoria en la sentencia 
CDC Hydrogen Peroxide, 51 el Tribunal de Justicia aplicó la misma solución que había adoptado en 
un asunto en el que una autoridad nacional en materia de competencia había declarado la 
existencia de un abuso de posición dominante y se había alegado la existencia de un acuerdo 
contrario a la competencia. 52 Por otra parte, esta solución se basa en la concordancia de dos 
elementos: el lugar del mercado afectado y el lugar en el que supuestamente sobrevino el daño 
alegado. 53

59. En términos generales, en la sentencia Tibor-Trans, las otras muchas referencias a la 
sentencia flyLAL-Lithuanian Airlines traducen la evolución de la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia hacia una armonización de los criterios de conexión con el lugar en donde se ha sufrido 
directamente el daño, ya se trate de sobrecostes soportados en unas compras 54 o de pérdidas de 
ventas, 55 y sin establecer diferencias en función de si una autoridad ha considerado probada la 
existencia de esas prácticas contrarias a la competencia en una decisión previa o no. 56

60. Esta corriente jurisprudencial, favorable a una referencia al mercado afectado por las prácticas 
contrarias a la competencia que originaron una demanda indemnizatoria ante un tribunal, ha sido 
confirmada en la recientísima sentencia Wikingerhof, en la que el Tribunal de Justicia declaró que 
está comprendida en la materia delictual o cuasidelictual, a los efectos del artículo 7, punto 2, del 
Reglamento n.o 1215/2012, una acción entablada para conseguir el cese de determinados actos 
llevados a cabo en el marco de la relación contractual que vincula al demandante con el 
demandado y basada en una alegación de abuso de posición dominante cometido por este último 
infringiendo el Derecho de la competencia. 57

61. El Tribunal de Justicia consideró que, en las circunstancias del litigio principal de que se 
trataba, «el juez competente en virtud del artículo 7, punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012, a 
saber, […] el del mercado afectado por el supuesto comportamiento contrario a la competencia, 
es el más apto para dirimir la cuestión principal de si puede alegarse fundadamente tal 
comportamiento, especialmente por lo que se refiere a la obtención y a la evaluación de las 
pruebas pertinentes aportadas». 58

62. Cabe señalar, por una parte, que, en la sentencia Wikingerhof, el Tribunal de Justicia dio 
especial importancia a esa precisión sobre la localización del hecho dañoso que se ha producido o 
pueda producirse, dado que se le preguntaba sobre la aplicabilidad del artículo 7, punto 2, del 
Reglamento n.o 1215/2012 en función de la calificación de las pretensiones del demandante 59 y no 
sobre la determinación de uno de los criterios de competencia basados en dicho artículo. 60

51 Véase la sentencia CDC Hydrogen Peroxide, apartado 10.
52 Véase la sentencia flyLAL-Lithuanian Airlines, apartados 20 y 34.
53 Véase, sobre la repercusión de la falta de concordancia, el punto 95 de las presentes conclusiones.
54 Véanse las sentencias CDC Hydrogen Peroxide, apartado 52, y Tibor-Trans, apartado 26.
55 Véase la sentencia flyLAL-Lithuanian Airlines, apartado 36.
56 Sobre el derecho de toda persona que se considere perjudicada por una infracción de las normas del Derecho de competencia a solicitar 

ser resarcida del daño sufrido, que es independiente de la previa declaración de la existencia de tal infracción por una autoridad de la 
competencia, véanse el punto 67 y la nota 68 de las presentes conclusiones. Véanse asimismo los considerandos 3, 12 y 13 de la 
Directiva 2014/104/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de noviembre de 2014, relativa a determinadas normas por las 
que se rigen las acciones por daños en virtud del Derecho nacional, por infracciones del Derecho de la competencia de los Estados 
miembros y de la Unión Europea (DO 2014, L 349, p. 1).

57 Véase la sentencia Wikingerhof, apartados 36 y 38.
58 Sentencia Wikingerhof, apartado 37. El subrayado es mío.
59 Véase la sentencia Wikingerhof, apartados 33 a 35.
60 Sobre este particular, véanse las conclusiones del Abogado General Saugmandsgaard Øe presentadas en el asunto Wikingerhof 

(C-59/19, EU:C:2020:688), nota 20.
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63. Por otra parte, entiendo que deben extraerse otras conclusiones de las remisiones, en el 
apartado 37 de la sentencia Wikingerhof, a las sentencias Tibor-Trans y Verein für 
Konsumenteninformation con objeto de justificar, por analogía, la decisión del Tribunal de 
Justicia en cuanto a la competencia judicial.

b) Justificación de la elección del lugar del mercado afectado a efectos de la localización del daño

64. En el apartado 34 de la sentencia Tibor-Trans, al que se remite la sentencia Wikingerhof, 61

que debe interpretarse en relación con los apartados 33 y 35 de esa primera sentencia, el 
Tribunal de Justicia consideró que la elección del lugar en que se encuentra el mercado afectado y 
en el cual la víctima alega haber sufrido un perjuicio resulta de la necesidad de buscar el tribunal 
más indicado para examinar las acciones de daños y perjuicios relacionadas con una práctica 
restrictiva de la competencia, de garantizar la previsibilidad de tal regla para el operador 
económico de que se trate y de cumplir las exigencias de coherencia con la ley aplicable a tales 
demandas indemnizatorias. 62

65. En el apartado 38 de la sentencia Verein für Konsumenteninformation, a la que también 
remite la sentencia Wikingerhof, 63 el Tribunal de Justicia justificó la interpretación que lo llevó a 
adoptar, como lugar de materialización del daño, el lugar donde se ha adquirido el vehículo 64 por 
ser «también […] conforme con los objetivos de proximidad y de una buena administración de 
justicia, que contempla el considerando 16 del Reglamento n.o 1215/2012, en la medida en que, 
para determinar el importe del perjuicio sufrido, puede que el órgano jurisdiccional nacional 
tenga que evaluar las condiciones del mercado en el Estado miembro en cuyo territorio se ha 
adquirido el vehículo. Pues bien, los órganos jurisdiccionales de este último Estado miembro 
pueden tener más fácil acceso a los medios de prueba necesarios para realizar tal evaluación». 65

66. En esas tres sentencias, la evolución de la justificación del criterio de conexión adoptado por el 
Tribunal de Justicia muestra concretamente, en mi opinión, la toma en consideración de la 
especialidad del procedimiento contencioso en materia de competencia. En efecto, en caso de 
prácticas ilícitas que afecten a un mercado económico, facilitar el acceso a los medios de prueba 
necesarios para evaluar las condiciones de ese mercado y las consecuencias de tales prácticas 
contribuye a una sustanciación adecuada del proceso. 66 Se trata, pues, de un elemento 
determinante para la elección del órgano jurisdiccional más idóneo para garantizar el respeto de 
las normas de una competencia sana, que pasa por sancionar cualquier acto que afecte 
negativamente a la competencia y por garantizar la efectividad del derecho de la víctima a ser 
protegida.

61 El apartado 34 de la sentencia Tibor-Trans reproduce parcialmente el apartado 40 de la sentencia flyLAL-Lithuanian Airlines.
62 En el apartado 35 de la sentencia Tibor-Trans se mencionan el considerando 7 y el artículo 6, apartado 3, letra a), del Reglamento (CE) 

n.o 864/2007 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de julio de 2007, relativo a la ley aplicable a las obligaciones 
extracontractuales (Roma II) (DO 2007, L 199, p. 40). Dicho artículo, aplicable desde el 11 de enero de 2009, establece que la ley 
aplicable en caso de acciones de daños y perjuicios relacionadas con una restricción de la competencia es la del país en el que el 
mercado resulte o pueda resultar afectado.

63 En ese apartado, se remitía al apartado 34 de la sentencia Tibor-Trans.
64 Véase la sentencia Verein für Konsumenteninformation, apartado 35.
65 El subrayado es mío.
66 Véanse las sentencias CDC Hydrogen Peroxide, apartado 53, y flyLAL-Lithuanian Airlines, apartado 27 y la jurisprudencia citada en 

materia de responsabilidad delictual.
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67. De esta manera, se impone contextualizar la jurisprudencia del Tribunal de Justicia reiterada 
sobre la base de tales consideraciones probatorias de carácter pragmático, teniendo en cuenta las 
circunstancias cuya importancia ha sido subrayada muy recientemente. 67 En efecto, la 
construcción jurisprudencial del Tribunal de Justicia continúa contribuyendo a la aplicación del 
Derecho de la competencia y, especialmente, en los procedimientos de Derecho privado de 
aplicación del artículo 101 TFUE, 68 al favorecer el desarrollo y la consolidación de las acciones de 
indemnización interpuestas ante los órganos jurisdiccionales nacionales. 69 A este respecto, debe 
hacerse hincapié en que el Tribunal de Justicia encargó a esos órganos jurisdiccionales la 
salvaguarda de ese derecho, que refuerza la operatividad de las normas de competencia de la 
Unión. 70 Además, el Tribunal de Justicia ha precisado que las acciones de daños y perjuicios por 
infracción de las normas de competencia de la Unión, ejercitadas ante los tribunales nacionales, 
forman parte del sistema de aplicación de estas normas, que tiene por objeto sancionar los 
comportamientos de las empresas contrarios a la competencia y disuadirlas de incurrir en ellos. 71

68. Por último, la actuación complementaria de las autoridades de competencia de los Estados 
miembros y de los órganos jurisdiccionales nacionales es objeto del Reglamento (CE) n.o 1/2003 
del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, relativo a la aplicación de las normas sobre 
competencia previstas en los artículos 81 y 82 del Tratado. 72 Además, con objeto de regular las 
acciones indemnizatorias de Derecho nacional aplicables a las infracciones de las disposiciones 
del Derecho de la competencia de los Estados miembros y de la Unión, la Directiva 2014/104 ha 
definido nuevas normas materiales y procesales que debían transponerse en todos los Estados 
miembros el 27 de diciembre de 2016, como muy tarde. 73

67 Véase el Informe de la Comisión sobre la aplicación de la Directiva 2014/104 [SWD(2020) 338 final], disponible en la siguiente 
dirección Internet: https://ec.europa.eu/competition/antitrust/actionsdamages/report_on_damages_directive_implementation_en.pdf, 
así como la presentación que del mismo hace Ronzano, A., «Dommages: La Commission européenne publie un rapport transitoire sur 
l’évaluation de la directive “dommages” et de sa transposition par les États membres (directive 2014/104/EU)», Concurrences, Institut 
de droit de la concurrence, París, 2021, n.o 1, y comunicado de prensa de la Comisión: 
https://ec.europa.eu/Comisión/presscorner/detail/fr/ip_20_2413.

68 El Tribunal de Justicia ha declarado que la plena eficacia del artículo 101 TFUE y, en particular, el efecto útil de la prohibición 
establecida en su apartado 1 se verían en entredicho si no existiera la posibilidad de que cualquier persona solicite la reparación del 
perjuicio que le haya irrogado un contrato o un comportamiento susceptible de restringir o de falsear el juego de la competencia 
(sentencia de 20 de septiembre de 2001, Courage y Crehan, C-453/99, EU:C:2001:465, apartado 26) cuando exista una relación de 
causalidad entre el daño sufrido y el acuerdo o la práctica prohibidos por el artículo 101 TFUE (sentencia de 14 de marzo de 2019, 
Skanska Industrial Solutions y otros, C-724/17, EU:C:2019:204, apartados 25 y 26 y jurisprudencia citada).

69 Véase el Informe de la Comisión citado en la nota 67 de las presentes conclusiones, en el que se señala que, tras la adopción de la 
Directiva 2014/104, el número de acciones de Derecho privado ante los tribunales nacionales en reclamación de una indemnización 
como consecuencia de la infracción de las normas de competencia pasó de unos 50 asuntos, al principio de 2014, a 239, en 2019.  
Véase también, Wurmnest, W., «Forum Shopping bei Kartellschadensersatzklagen und die Kartellschadensersatzrichtlinie», Neue 
Zeitschrift für Kartellrecht, C. H. Beck, Múnich, 2017, n.o 1, apartado III, punto 2, letra c), y nota 64.

70 Véanse las sentencias de 30 de enero de 1974, BRT y Société belge des auteurs, compositeurs et éditeurs (127/73, EU:C:1974:6), 
apartados 15 y 16, y de 20 de septiembre de 2001, Courage y Crehan (C-453/99, EU:C:2001:465), apartado 25.

71 Véase la sentencia de 14 de marzo de 2019, Solutions y otros (C-724/17, EU:C:2019:204), apartado 45, y, por analogía, la sentencia de 
21 de enero de 2021, Whiteland Import Export (C-308/19, EU:C:2021:47), apartado 56.

72 DO 2003, L 1, p. 1. Véanse el considerando 7 y el artículo 6 de dicho Reglamento. Véanse también, en relación con la modernización de 
las normas y de los procedimientos relativos a la aplicación de los artículos 101 TFUE y 102 TFUE, llevada a cabo por el Reglamento 
n.o 1/2003, las conclusiones del Abogado General Pitruzzella presentadas en el asunto Whiteland Import Export (C-308/19, 
EU:C:2020:639), punto 50.

73 Véase el Informe de la Comisión citado en la nota 67 de las presentes conclusiones. En él se señala que la transposición de la Directiva 
2014/104 fue tardía en veintiún Estados miembros y que el número de casos en que los tribunales nacionales aplican las normas de 
transposición de la Directiva aún no es suficientemente significativo. La Comisión pone de relieve que, como media, suelen transcurrir 
unos trece años entre el inicio de la práctica contraria a la competencia y la resolución judicial que otorga la indemnización por daños y 
perjuicios. Véase también, el punto 108 de las presentes conclusiones.
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69. Ahora bien, aunque dichas normas van dirigidas a permitir que las empresas perjudicadas 
sean resarcidas íntegramente, estableciendo, en particular, normas en materia de prueba 
destinadas a superar las graves dificultades que presentan los requisitos para exigir 
responsabilidad en el procedimiento sobre reparación del daño en Derecho de la competencia, 
no contemplan ninguna disposición específica en materia de competencia judicial.

70. Por consiguiente, si bien, en principio, la determinación, por parte del Tribunal de Justicia en 
la sentencia Tibor-Trans, del lugar donde se materializó el daño como el del lugar del mercado 
afectado por la infracción, a saber, el lugar donde se han falseado los precios de mercado y en el 
cual la víctima alega haber sufrido un perjuicio, 74 se ajusta al contexto que acabo de recordar a 
efectos de determinar cuál es el órgano jurisdiccional internacionalmente competente, 75 me 
parece que esta localización no es suficientemente precisa para concretar el órgano jurisdiccional 
territorialmente competente dentro del Estado miembro de que se trate. 76 Pues bien, en mi 
opinión, a la vista de otras sentencias dictadas por el Tribunal de Justicia, todo ello constituye 
una fuente de inseguridad jurídica a la hora de ejercer las opciones de competencia establecidas 
en el artículo 7, punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012, de las que dispone el demandante. 77

71. Por ello, me parece oportuno que la respuesta del Tribunal de Justicia a las dudas del juzgado 
remitente, que, en razón de las circunstancias del litigio principal, debería conformarse a la 
sentencia Tibor-Trans, se complete en este punto con el fin de que los tribunales nacionales 
puedan disponer de una respuesta que sobrepase el estricto marco del asunto que ha motivado la 
petición de decisión prejudicial. Debe tenerse en cuenta también el número de procedimientos 
que pueden entablarse, dada la importancia del cártel de que se trata.

c) Localización precisa del supuesto daño dentro del mercado afectado a efectos de la 
determinación del órgano jurisdiccional competente

72. En la sentencia flyLAL-Lithuanian Airlines, que proporciona la base para la sentencia 
Tibor-Trans, el Tribunal de Justicia declaró que, «en el marco de una acción de indemnización 
de un perjuicio ocasionado por prácticas contrarias a la competencia, el “lugar donde se hubiere 
producido el hecho dañoso” se refiere, en una situación como la del procedimiento principal, 
concretamente, al lugar donde se haya materializado un lucro cesante consistente en una pérdida 
de ventas, es decir, al lugar del mercado afectado por tales prácticas en el que la víctima afirma 
haber sufrido esas pérdidas». 78

73. La localización precisa del daño alegado podía deducirse fácilmente de esta interpretación. En 
efecto, el litigio traía causa de unas prácticas contrarias a la competencia de un operador 
económico en el mercado en el que la víctima de dichas prácticas, una compañía aérea, 

74 Véanse los apartados 33 y 37 de dicha sentencia.
75 Véase el punto 39 de las presentes conclusiones.
76 Esta apreciación es compartida por la Comisión en su respuesta a las preguntas escritas del Tribunal de Justicia. Véase, en un 

planteamiento más general, sobre la dificultad de localizar el daño de que se trate, Ancel, M.-E., «Un an de droit international privé du 
commerce électronique», Communication Commerce électronique, LexisNexis, París, 2021, n.o 1, apartado 4.

77 Véase, a este respecto, Heuzé, V., Mayer, P., y Remy, B., Droit international privé, 12.a ed., Librairie générale de droit et de 
jurisprudence, París, 2019, apartado 296, pp. 203 y 204.  
Véase también, en relación con la casuística de la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, Thode, R., op. cit., apartados 93 y 95a.

78 Sentencia flyLAL-Lithuanian Airlines, apartado 43.
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desarrollaba el grueso de sus actividades, esto es, vuelos programados con salida y con destino a 
Vilna (Lituania), capital del Estado miembro en el que se hallaba establecida esa compañía. El 
Tribunal de Justicia declaró que se trataba del «mercado esencialmente afectado». 79

74. Asimismo, en el apartado 40 de la sentencia flyLAL-Lithuanian Airlines, el Tribunal de 
Justicia señaló que esta solución se basa en la concordancia de los dos elementos constituidos por 
el lugar del mercado afectado por prácticas que han falseado la competencia y aquel en que se 
hubiera producido el daño alegado causado por esas prácticas. En este sentido, se garantiza la 
limitación de la competencia al perjuicio sufrido en el territorio de un solo Estado miembro y 
también la existencia de un vínculo entre el perjuicio al interés general y el perjuicio a los 
intereses de la empresa o, en términos generales, a los intereses privados.

75. Sin embargo, dado que el mercado afectado era aquel en que la víctima desarrollaba el grueso 
de sus actividades de venta de viajes aéreos y que esta había sufrido un lucro cesante, 80 se cumplía 
necesariamente ese requisito de concordancia. 81 Dicho requisito debía llevar, concretamente, a 
designar como órgano jurisdiccional territorialmente competente el del lugar en que se hallaba 
establecida la empresa víctima de las prácticas contrarias a la competencia, 82 por la naturaleza del 
daño alegado.

76. En la sentencia Tibor-Trans se siguió un razonamiento similar al de la sentencia 
flyLAL-Lithuanian Airlines. El Tribunal de Justicia pudo constatar la existencia de una conexión 
entre el mercado afectado por la infracción y el mercado en el que la víctima alegaba haber 
sufrido un sobrecoste, ya que, como ocurre en el litigio principal, el mercado afectado por el 
cártel de precios de los camiones es el del Estado miembro en el que la empresa víctima de este 
compró los vehículos, a través de un concesionario establecido en el mismo Estado que es 
también el Estado en el que ejerce sus actividades de transporte. 83

77. De esta manera, en la sentencia Tibor-Trans, el Tribunal de Justicia consideró que el «lugar 
donde se han falseado los precios de mercado y en el cual la víctima alega haber sufrido este 
perjuicio» era el lugar donde se materializa el daño, 84 y no el lugar en el que se pagó el 

79 Véase la sentencia flyLAL-Lithuanian Airlines, apartados 38 y 39.
80 Véase la sentencia flyLAL-Lithuanian Airlines, apartado 39.
81 Véase, en relación con la coincidencia del daño sufrido en el mercado por haberse ocasionado un daño al mercado, el análisis de 

Farnoux, E., Les considérations substantielles dans le règlement de la compétence internationale des juridictions: réflexions autour de la 
matière délictuelle, tomo I, tesis doctoral defendida el 20 de octubre de 2017, apartado 303. El autor aclara a este respecto, 
acertadamente desde mi punto de vista, que «cabría incluso invertir la proposición: dado que el mercado está formado por relaciones 
entre los agentes económicos, el hecho de que estas relaciones estén afectadas (algunos agentes sufren un daño en dicho mercado) es lo 
que hace que el mercado se vea afectado. En definitiva, el efecto en el mercado puede analizarse como el daño ocasionado a las víctimas 
(indeterminadas), sabiendo que la víctima (determinada) que solicita ser indemnizada forma necesariamente parte de las víctimas 
(indeterminadas)».

82 Véase también, en este sentido, en relación con el alcance de la sentencia Wikingerhof, de la que, especialmente, Ronzano, A., dedujo 
que «un hotel que utilice la plataforma Booking.com puede, en principio, demandar a esta ante un órgano jurisdiccional del Estado 
miembro en el que radique dicho hotel con objeto de poner fin a un eventual abuso de posición dominante, y ello aun cuando el 
comportamiento denunciado se lleve a cabo en el marco de una relación contractual» [«Compétence: la Cour de justice de l’Union 
européenne dit pour droit qu’une action en responsabilité fondée sur l’obligation légale de s’abstenir de tout abus de position 
dominante relève de la matière délictuelle au sens du règlement Bruxelles I bis (Wikingerhof/Booking)», Concurrences, Institut de droit 
de la concurrence, París, 2021, n.o 1].

83 Véase la sentencia Tibor-Trans, apartados 12, 30 y 33.
84 Sentencia Tibor-Trans, apartado 37.
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sobrecoste, 85 como podría haberse deducido extrapolando directamente el apartado 43 de la 
sentencia flyLAL-Lithuanian Airlinest, 86 aunque sin precisar que se trata del lugar de 
materialización del daño. 87

78. Pues bien, se impone señalar, por una parte, que no es posible identificar con claridad el 
órgano jurisdiccional territorialmente competente en el Estado miembro así designado, a 
diferencia de lo que resolvió el Tribunal de Justicia en la sentencia CDC Hydrogen Peroxide, en 
un supuesto similar de infracción sancionada por la Comisión, a saber, elegir como criterio de 
conexión el lugar del domicilio social del perjudicado.

79. Por otra parte, con el fin de superar el marco fáctico de las dudas que se someten al Tribunal 
de Justicia, es preciso tener en cuenta la variedad de circunstancias en las que pueden sufrirse 
daños en los casos de cárteles de precios, que constituye una diferencia importantísima respecto 
de los casos en que se perjudica el desarrollo de una actividad económica. En efecto, 
especialmente en el sector de la venta de vehículos y del transporte, no siempre existe una 
concordancia entre el lugar del mercado afectado por las prácticas contrarias a la competencia 
que suponen sobrecostes y el lugar de compra de los bienes de que se trate o el del ejercicio de las 
actividades del comprador final, a diferencia de la situación del comprador directo.

80. Por estos motivos, y a la luz del principio según el cual el concepto de «lugar donde se hubiere 
producido el hecho dañoso» debe interpretarse de modo estricto, 88 debería ser posible deducir los 
criterios de identificación del órgano jurisdiccional al que puede someter el asunto el demandante.

81. Con este fin, al igual que las sociedades Volvo, el Gobierno español y la Comisión, sugiero al 
Tribunal de Justicia que siga el criterio de la sentencia Verein für Konsumenteninformation, por 
cuanto esta sentencia se dictó en un asunto que coincide en varios puntos con el asunto del litigio 
principal, así como la sentencia del asunto Tibor-Trans, en cuya saga se incardina. 89 En efecto, la 
acción en cuestión iba dirigida a obtener la reparación del perjuicio ocasionado por la adquisición 
a terceros de vehículos por un precio superior a su valor real, 90 debido a una actuación ilegal de sus 
fabricantes. 91

82. El Tribunal de Justicia declaró que el daño sufrido por el adquirente final, que no es ni 
indirecto ni puramente patrimonial, se materializa en el momento de adquirirse el vehículo en 
cuestión a un tercero. 92 Este criterio de conexión constituye el único criterio pertinente, debido a 
la existencia de una relación con un bien material que justifica que no se tengan que averiguar 
otras circunstancias particulares como sí se tuvo que hacer en los asuntos en los que 
determinadas inversiones financieras habían entrañado una disminución de los activos de las 
personas afectadas. 93

85 Véase, a este respecto, la misma observación en las conclusiones del Abogado General Campos Sánchez-Bordona presentadas en el 
asunto Verein für Konsumenteninformation (C-343/19, EU:C:2020:253), punto 52. Compárese con la sentencia Tibor-Trans, 
apartados 31 y 33, de la que resulta que el lugar en que se materializa el daño está situado en el Estado miembro en que se encuentra el 
mercado afectado por la infracción de que se trata, en cuyo territorio sobrevino el daño resultante de los sobrecostes pagados.

86 Véase el punto 72 de las presentes conclusiones.
87 Compárese también con el apartado 55 de la sentencia CDC Hydrogen Peroxide y el apartado 40 de la sentencia Verein für 

Konsumenteninformation.
88 Véanse las sentencias flyLAL-Lithuanian Airlines, apartado 26, y Verein für Konsumenteninformation, apartado 26.
89 Véanse los apartados 38 y 39 de la sentencia Verein für Konsumenteninformation, cuyas remisiones a los apartados 34 y 35 de la 

sentencia Tibor-Trans contribuyen a precisar el sentido de esta última.
90 Véase la sentencia Verein für Konsumenteninformation, apartado 30.
91 Véase la sentencia Verein für Konsumenteninformation, apartados 29, 34 y 37.
92 Véase la sentencia Verein für Konsumenteninformation, apartados 35 y 37 a 39.
93 Véase la sentencia Verein für Konsumenteninformation, apartado 33.
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83. De esta manera, en primer lugar, ya no existe duda en cuanto a que, en caso de un daño 
material resultante de la pérdida de valor de un bien, 94 daño que no es, por tanto, puramente 
patrimonial, el lugar de materialización del daño es el de la adquisición de dicho bien. 95

84. Además, el hecho del que se deriva el perjuicio material consiste en que el pago efectuado para 
la adquisición del bien de que se trate tiene como contrapartida, con la revelación de la actuación 
ilegal del fabricante de dicho bien, un bien que tiene menos valor. 96

85. En segundo lugar, las circunstancias del litigio principal suscitan dudas sobre el significado del 
término «adquisición», toda vez que RH celebró contratos de arrendamiento financiero en virtud 
de los cuales se convirtió en propietaria de los camiones.

86. El hecho de que la reclamación de daños y perjuicios se base en el Derecho de la competencia 
justifica, en mi opinión, una interpretación económica 97 del concepto de «adquisición», en cuanto 
se traduce en la contabilización del bien objeto del contrato de arrendamiento financiero en el 
activo del balance.

87. En este sentido, comparto el parecer expresado por el Abogado General Campos 
Sánchez-Bordona según el cual «el punto de partida correcto se halla […] en el acto en cuya 
virtud el bien pasó a formar parte del patrimonio del afectado y provocó el menoscabo. El lugar de 
[la] materialización del daño es aquel donde tal operación se concluyó». 98

88. De esta manera, podría entenderse, en un sentido amplio, que el lugar de la transacción es 
aquel en el que se acordaron el bien y el precio 99 y no el del pago del precio 100 o el de la puesta a 
disposición del bien, actos que pueden realizarse en otros lugares y en un momento posterior a 
dicho acuerdo. 101

94 Esta expresión, entendida en sentido amplio, abarca los supuestos de precios artificialmente elevados.
95 Véase la sentencia Verein für Konsumenteninformation, apartado 35. Por consiguiente, los criterios mencionados en la petición de 

decisión prejudicial que dio lugar a la sentencia Verein für Konsumenteninformation, apartados 10 y 12, tales como el lugar de 
celebración del contrato o de entrega del vehículo, deben considerarse descartados. Para un análisis de dichos criterios, véanse las 
conclusiones del Abogado General Campos Sánchez-Bordona presentadas en el asunto Verein für Konsumenteninformation 
(C-343/19, EU:C:2020:253), nota 31, relativa al lugar donde se contrae la obligación, y, en relación con el lugar de entrega, los 
puntos 78 y 79. Sobre este último tema, véase también la sentencia de 27 de octubre de 1998, Réunion européenne y otros (C-51/97, 
EU:C:1998:509) apartados 33 y 34. En dicha sentencia, el Tribunal de Justicia descartó el lugar de la entrega final. En cuanto al lugar de 
ejecución del contrato, véanse las conclusiones del Abogado General Jääskinen presentadas en el asunto CDC Hydrogen Peroxide 
(C-352/13, EU:C:2014:2443), punto 50.

96 Véase la sentencia Verein für Konsumenteninformation, apartado 34.
97 Véase, a este respecto, en relación con la competencia especial en materia contractual y la determinación del lugar de entrega principal 

en función de criterios económicos, la sentencia de 3 de mayo de 2007, Color Drack (C-386/05, EU:C:2007:262), apartados 40 y 45. 
Véanse también las conclusiones del Abogado General Campos Sánchez-Bordona presentadas en el asunto Verein für 
Konsumenteninformation (C-343/19, EU:C:2020:253), punto 36, a cuyo tenor «la adquisición de un objeto aporta al patrimonio en el 
que se integra un valor equivalente, al menos, al valor del que sale de él (y que, en caso de compraventa, está representado por el precio 
que se paga por el objeto)».

98 Conclusiones del Abogado General Campos Sánchez-Bordona presentadas en el asunto Verein für Konsumenteninformation 
(C-343/19, EU:C:2020:253), punto 74. Véase, en relación con el término «transacción», el artículo 101 TFUE, apartado 1, letra a).

99 También podrían utilizarse las expresiones «lugar donde nació la obligación contractual» o la de «lugar en el que se fijó el precio de 
venta», que resultan de la de la sentencia de 16 de junio de 2016, Universal Music International Holding (C-12/15, EU:C:2016:449), 
apartados 30 y 31, respectivamente.

100 Véase, en este sentido, la sentencia de 16 de junio de 2016, Universal Music International Holding (C-12/15, EU:C:2016:449), 
apartados 32 y 39. Véase, también, la sentencia de 9 de julio de 2009, Rehder (C-204/08, EU:C:2009:439), apartado 39.

101 Póngase en relación con la sentencia de 16 de junio de 2016, Universal Music International Holding (C-12/15, EU:C:2016:449), 
apartado 38.
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89. Considero que se cumple el requisito de previsibilidad 102 para el demandado, puesto que, 
desde su punto de vista, se toma como criterio de conexión el lugar de comercialización del bien, 
en este caso, por un concesionario de vehículos o cualquier otro intermediario encargado de su 
venta, con independencia de cualquier transmisión de la propiedad en el sentido jurídico.

90. También se cumple, en igual medida, el imperativo de una buena administración de la justicia, 
dado el máximo interés que puede presentar el hecho de que el órgano jurisdiccional sea también 
competente para examinar las demandas que pueda presentar el intermediario encargado de la 
transacción invocando el mismo fundamento, o la cuestión de la posible repercusión de los 
sobrecostes por parte de este último al siguiente comprador de la cadena, que constituye un 
motivo de defensa recurrente. 103

91. Opino que los objetivos del Reglamento n.o 1215/2012, en el sentido que ha precisado el 
Tribunal de Justicia en las sentencias más recientes en relación con los requisitos en materia de 
prueba en los litigios de que se trata, que deben cumplirse en las mejores condiciones, 104 también 
se alcanzan designando como lugar de materialización del daño el lugar de la transacción, sin más 
circunstancias particulares, en caso de que no se haya transmitido la propiedad.

92. En efecto, a diferencia de los litigios en los que el daño puramente patrimonial que se alega 
justifica que se tenga que subsanar la falta de relación con un bien material con varios elementos 
concretos, la conexión con el lugar de la transacción basta, en principio, para determinar el órgano 
jurisdiccional que está objetivamente mejor situado para analizar los elementos constitutivos de la 
responsabilidad del demandado. 105

93. Por lo tanto, identificar el juez competente como el del lugar de adquisición de los camiones 
cuyos precios se vieron incrementados de forma artificial responde a las necesidades probatorias 
del litigio si la víctima alega haber sufrido un perjuicio relacionado con un sobrecoste de los 
camiones en un lugar dentro del mercado afectado, que es el de su actividad, por los mismos 
motivos que los que se tuvieron en cuenta en la sentencia Verein für 
Konsumenteninformation. 106 Así ocurre en este caso con RH.

94. En consecuencia, en esta primera parte de mi análisis sobre la determinación del órgano 
jurisdiccional competente dentro del mercado afectado por unas prácticas contrarias a la 
competencia, propongo al Tribunal de Justicia que considere que el órgano jurisdiccional 
competente para conocer de una acción indemnizatoria de los perjuicios ocasionados por un 
cártel de precios a raíz de los sobrecostes pagados por el perjudicado es, en principio, el del lugar 
de adquisición de los bienes de que se trate.

102 Sobre el respeto de este requisito, que debiera relativizarse, y la consideración de un comportamiento ilícito comprobado, véase Racine, 
J.-B., «Le forum actoris en droit international privé», Droit international privé, années 2016-2018, ediciones Pedone, colección 
«Travaux du Comité français de droit international privé», París, 2019, apartados 79, p. 68, y 57, p. 57, respectivamente.

103 Véase Amaro, R., y Laborde, J.-F., La réparation des préjudices causés par les pratiques anticoncurrentielles, recueil de décisions 
commentées, 2.a ed., Institut de droit de la concurrence, París, 2020, apartado 245, p. 147. De la importancia de esta cuestión dan fe los 
trabajos de la Comisión, véase la nota 67 de las presentes conclusiones.

104 Véase el punto 66 de las presentes conclusiones. Véase también la sentencia de 16 de junio de 2016, Universal Music International 
Holding (C-12/15, EU:C:2016:449), apartado 27 y jurisprudencia citada.

105 Véase la sentencia Verein für Konsumenteninformation, apartado 33 y jurisprudencia citada.
106 Véase el apartado 38 de dicha sentencia.
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95. Sin embargo, como ya he apuntado, 107 procede, en mi opinión, dejar aparte la situación en la 
que el lugar en que se produjo el daño alegado no concuerda con el lugar de la actividad de la 
víctima de las prácticas que falsearon los precios, 108 por ejemplo, en caso de compra de vehículos 
en varios Estados miembros o en varios puntos de venta dentro del mismo Estado miembro, o 
incluso en caso de adquisición a un vendedor establecido fuera del mercado afectado. 109

96. Es cierto que, en el lugar de cada una de las transacciones dentro del mercado o mercados 
afectados, las circunstancias pertinentes para el análisis de dicho mercado o mercados son 
idénticas, pero no ocurre lo mismo tratándose de la evaluación del perjuicio sufrido por el 
demandante, víctima directa del daño. 110 Hipotéticamente, el análisis podría resultar más difícil si 
el órgano jurisdiccional competente no fuera el de la demarcación en la que el perjudicado ejerce 
su actividad económica. Pues bien, como ya ha subrayado el Tribunal de Justicia, en el caso de un 
cártel ilícito ya constatado de forma vinculante, esta evaluación constituye la tarea esencial del 
juez que conoce de una demanda indemnizatoria del perjuicio resultante del mismo. 111

97. En tal estado de cosas, considero que vale la pena profundizar en la cuestión de si, con todo, 
puede ser oportuno recurrir a la conexión con el lugar de la sede social de la empresa 
perjudicada, aplicada por el Tribunal de Justicia en circunstancias particulares. 112

d) Localización del daño en el lugar de la sede social del perjudicado

98. A mi modo de ver, habida cuenta del objetivo de proximidad establecido en el Reglamento 
n.o 1215/2012, 113 existen circunstancias que justifican que el criterio de conexión del lugar de la 
sede social de la víctima de las prácticas contrarias a la competencia pueda ser también 
pertinente para garantizar la efectividad de la tramitación de estas acciones indemnizatorias, 
complejas por su naturaleza 114 y por su objeto, en caso de daños muy dispersos geográficamente. 115

99. En efecto, en la práctica, no veo de qué manera sería conforme a dicho objetivo de 
proximidad, hoy en día muy explicitado en la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, 116 la 
elección de un criterio de conexión que obligara a una empresa que hubiera adquirido varios 

107 Véase el punto 79 de las presentes conclusiones.
108 Al igual que el Gobierno español en su respuesta a las preguntas escritas del Tribunal de Justicia.
109 En relación con la especificidad de las reclamaciones de daños y perjuicios en caso de infracciones de las normas de competencia 

europeas que afecten a varios Estados miembros, véase Gaudemet-Tallon, H., y Ancel, M.-E., op. cit., punto 235, p. 357. En relación con 
la multiplicidad de lugares de compra que puede relacionarse con la absorción de sociedades, véanse, a título ilustrativo, las 
circunstancias fácticas recordadas en el apartado 14 de la sentencia Tibor-Trans.

110 En relación con el daño a una víctima indirecta, materializado en un lugar distinto del lugar del daño causado a la víctima directa que 
sufrió inicialmente un perjuicio, que no podría fundamentar la competencia judicial, véanse, en particular, las sentencias Tibor-Trans, 
apartado 29 y jurisprudencia citada, y Verein für Konsumenteninformation, apartado 27 y jurisprudencia citada.

111 Véase la sentencia CDC Hydrogen Peroxide, apartados 53 y 54.
112 Véanse los puntos 100 y 101 de las presentes conclusiones.
113 Según mi criterio, la observancia del requisito de previsibilidad no presenta dificultad toda vez que, desde el punto de vista de los 

demandados, miembros del cártel, los mercados afectados por este son conocidos, al igual que los lugares de actividad de los 
compradores directos e indirectos, habida cuenta de los productos de que se trata. Más aún, comparto el punto de vista expresado por 
Racine, J.-B., op. cit., apartado 79, p. 68, que considera que dicho requisito no debe llevar a favorecer al autor de actos ilícitos. Por 
último, en la sentencia Verein für Konsumenteninformation, el Tribunal de Justicia ha dado preferencia al objetivo de proximidad 
(véase, a efectos comparativos, los puntos 78 y 79 de las conclusiones del Abogado General Campos Sánchez-Bordona en dicho asunto, 
C-343/19, EU:C:2020:253).

114 Véanse el punto 108 y la nota 118 de las presentes conclusiones. Véase también la sentencia de 21 de enero de 2021, Whiteland Import 
Export (C-308/19, EU:C:2021:47), apartado 51, así como, por analogía, los apartados 52, 53 y 65.

115 Véanse, a este respecto, los elementos de discusión propuestos al Tribunal de Justicia por el Abogado General Jääskinen presentadas en 
el asunto CDC Hydrogen Peroxide (C-352/13, EU:C:2014:2443), puntos 47 y 50.

116 Véanse los puntos 66 y 67 de las presentes conclusiones. En mi opinión, el nivel de proximidad es necesariamente variable. Véase, a este 
respecto, Farnoux, E., op. cit., apartados 163 y 164.
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camiones en diferentes Estados miembros a acudir al órgano jurisdiccional de cada lugar de 
adquisición, en el que, además, no ejerce actividad alguna. 117 Además, las reglas de conexidad 
establecidas en el artículo 30 del Reglamento n.o 1215/2012 no ofrecen soluciones satisfactorias, 
dada la condición establecida en el apartado 2, si se considera que el juez solo puede conocer del 
daño que se haya producido en su demarcación. 118

100. Así pues, una vez más, procede llamar la atención sobre la decisión adoptada por el Tribunal 
de Justicia en la sentencia CDC Hydrogen Peroxide. El asunto que dio lugar a dicha sentencia tenía 
por objeto unas demandas indemnizatorias de la totalidad de los perjuicios causados por un 
acuerdo sobre el precio del peróxido de hidrógeno en varios Estados miembros en diferentes 
momentos y lugares, 119 constatado por la Comisión, 120 a empresas que operaban en el sector del 
tratamiento de la celulosa y del papel y que habían comprado entre 1994 y 2006 importantes 
cantidades de peróxido de hidrógeno en diferentes Estados miembros de la Unión o del EEE. 
Además, en el caso de algunas de ellas, el peróxido de hidrógeno había sido suministrado a 
fábricas situadas en varios Estados miembros. 121

101. En este contexto, caracterizado por la multiplicidad de los lugares de adquisición en diversos 
mercados afectados por el cártel en cuestión, el Tribunal de Justicia declaró que el tribunal del 
lugar donde la empresa demandante tiene su domicilio social es competente para conocer, 
respecto de la totalidad del perjuicio causado a esta por los sobrecostes pagados para abastecerse 
de los productos objeto del referido cártel, de una acción ejercitada bien contra cualquier autor del 
cártel, o bien contra varios de sus autores. 122 En el apartado 52 de dicha sentencia, el Tribunal de 
Justicia consideró que el lugar donde el perjuicio se manifiesta de forma concreta, en el caso de un 
perjuicio consistente en sobrecostes, corresponde, «en principio», al domicilio social de esta.

102. Por consiguiente, entiendo, en primer lugar, que la interpretación realizada en la sentencia 
CDC Hydrogen Peroxide puede conciliarse con la de las sentencias dictadas posteriormente en 
caso de concordancia entre el lugar del mercado afectado por la distorsión de la competencia y el 
acaecimiento del daño materializado en un sobrecoste o en una pérdida de ventas, es decir, tanto 
con la sentencia flyLAL-Lithuanian Airlines como con la sentencia Tibor-Trans, toda vez que, en 
el asunto que dio lugar a esta última sentencia, se habían adquirido los vehículos en un solo Estado 

117 Véase, en relación con el hecho de que los perjuicios a la víctima que deben evaluarse están relacionados con la actividad de la víctima y 
del mercado en el que esta opera, Amaro, R., y Laborde, J.-F., op. cit., apartado 289, p. 167, y ejemplo, apartado 460, pp. 248 y 249. 
Véanse también las cuestiones relativas a la determinación del volumen de las compras (apartado 442, p. 239) y a la repercusión de los 
sobrecostes (apartado 457, p. 246).

118 Véase Gaudemet-Tallon, H., y Ancel, M.-E., op. cit., puntos 236 y 237, pp. 358 a 360. Véase, a este respecto, la sentencia de 7 de marzo 
de 1995, Shevill y otros (C-68/93, EU:C:1995:61), apartado 33. Véase, no obstante, la sentencia CDC Hydrogen Peroxide, apartado 54. 
El Tribunal de Justicia declaró que el tribunal del lugar del domicilio social es competente, «en virtud de la totalidad del perjuicio 
causado […] por los sobrecostes», con respecto a cualquier autor del cártel o bien contra varios de sus autores. Sobre la simplificación 
realizada por el Tribunal de Justicia, a la que Amaro, R., da su beneplácito, véase «Actions privées en matière de pratiques 
anticoncurrentielles — Aspects internationaux: juridiction compétente, loi applicable (droit international privé européen)», 
JurisClasseur Concurrence — Consommation, LexisNexis, París, 2015, fascículo 318, de 14 de septiembre de 2015, apartado 26. Véase, 
asimismo, en relación con la diversidad de las consecuencias dañosas, Amaro, R., y Laborde, J.-F., op. cit., apartado 90, pp. 59 y 60.

119 Véase la sentencia CDC Hydrogen Peroxide, apartado 56.
120 Decisión 2006/903/CE de la Comisión, de 3 de mayo de 2006, relativa a un procedimiento de conformidad con el artículo 81 [CE] y con 

el artículo 53 del Acuerdo EEE contra Akzo Nobel NV, Akzo Nobel Chemicals Holding AB, EKA Chemicals AB, Degussa AG, Edison 
SpA, FMC Corporation, FMC Foret, S. A., Kemira OYJ, L’Air Liquide SA, Chemoxal SA, Snia SpA, Caffaro Srl, Solvay SA/NV, Solvay 
Solexis SpA, Total SA, Elf Aquitaine SA y Arkema SA (Asunto COMP/F/C.38.620 — Peróxido de hidrógeno y perborato) (DO 2006, 
L 353, p. 54). La Comisión declaró, en relación con el peróxido de hidrógeno y el perborato sódico, que las demandadas en el litigio 
principal y otras empresas participaron en una infracción única y continua e infringieron, de esta manera, la prohibición de cárteles 
establecida en el artículo 81 CE [convertido en el artículo 101 TFUE] y en el artículo 53 del Acuerdo EEE.

121 Véase la sentencia CDC Hydrogen Peroxide, apartado 11.
122 Véase la sentencia CDC Hydrogen Peroxide, apartados 53 y 54.
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miembro, el del territorio en el que la víctima desarrollaba su actividad. 123 En otras palabras, no 
veo dificultad alguna en dar preferencia al forum actoris si el imperativo de la proximidad lo 
justifica. 124

103. En segundo lugar, en relación con la sede social o el establecimiento principal, según la 
definición del artículo 63, apartado 1, del Reglamento n.o 1215/2012, dicho lugar debe presentar 
una estrecha conexión con el del daño. 125 En particular, la actividad desarrollada en ese lugar, en 
relación con el litigio, debería ser el origen de la transacción en la que se fundamenta la 
pretensión de indemnización del daño. Considero determinante asimismo el lugar en el que se ve 
afectada la actividad de la empresa o el lugar a partir del cual se organiza esa actividad.

104. En tercer lugar, la extensión de los lugares de producción de los daños, característica de las 
actividades contrarias a la competencia en el mercado interior, 126 y el desarrollo de las 
transacciones por Internet 127 abogan por la localización de la materialización del daño en la sede 
social. Sobre este particular, entiendo que es razonable buscar cierta coherencia con la 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia que tiene en cuenta la amplitud de las vulneraciones de 
derechos realizadas en el contexto de Internet. 128 El Tribunal de Justicia ha precisado que esta 
facultad de que dispone la persona que se considera lesionada de interponer una demanda ante 
los tribunales del Estado miembro en que se halla el centro de sus intereses por la totalidad del 
supuesto daño está justificada en aras de la recta administración de la justicia, y no por una 
protección específica al demandante. 129

105. En cuarto lugar, en materia de prácticas contrarias a la competencia, el riesgo de que puedan 
prosperar procedimientos abusivos, supuestamente más fáciles de entablar en el lugar de la sede 
social (o domicilio) del perjudicado, que justifica, en parte, la opción de dar preferencia al lugar 
del domicilio del demandado, 130 no me parece un obstáculo absoluto. En efecto, debe tenerse en 
cuenta que, en la mayoría de los casos, la acción indemnizatoria se basa en la previa constatación 
de la existencia de una infracción del Derecho de la competencia. 131

123 Véase el punto 76 de las presentes conclusiones.
124 Véase, en este sentido, Racine, J.-B., op. cit., apartados 62 a 64, pp. 59 y 60. Véase también Heuzé, V., Mayer, P., y Remy, B. op. cit., 

apartado 297, pp. 204 y 205.
125 Procede relacionarlo con la sentencia de 9 de julio de 2009, Rehder (C-204/08, EU:C:2009:439), apartado 39.
126 Véase, en relación con los efectos de la mundialización, el Informe Especial del Tribunal de Cuentas Europeo n.o 24/2020, titulado 

«Procedimientos aplicados por la Comisión para el control de las concentraciones y la defensa de la competencia en la UE: es necesario 
mejorar la supervisión del mercado», disponible en la siguiente dirección Internet: 
https://www.eca.europa.eu/Lists/ECADocuments/SR20_24/SR_Competition_policy_ES.pdf y el comunicado de prensa: 
https://www.eca.europa.eu/Lists/ECADocuments/INSR20_24/INSR_Competition_policy_ES.pdf

127 La Comisión se refiere a este caso en su respuesta a las preguntas escritas del Tribunal de Justicia.
128 Véanse las sentencias de 25 de octubre de 2011, eDate Advertising y otros (C-509/09 y C-161/10, EU:C:2011:685), apartados 47 a 50, y 

de 17 de octubre de 2017, Bolagsupplysningen e Ilsjan (C-194/16, EU:C:2017:766), apartado 32. El Tribunal de Justicia declaró que, en 
caso de que se alegue la vulneración de los derechos de la personalidad mediante el contenido publicado en un sitio de Internet, la 
persona que se considera lesionada debe poder ejercitar una acción de responsabilidad ante los tribunales del Estado miembro en el 
que se encuentra su centro de intereses, que el emisor del contenido de que se trate puede conocer en el momento de su publicación en 
Internet. Véase, en relación con el análisis de la pérdida de materialidad de, al menos, una parte del litigio, Farnoux, E., op. cit., 
apartado 291.

129 Sentencia de 17 de octubre de 2017, Bolagsupplysningen e Ilsjan (C-194/16, EU:C:2017:766), apartado 38.
130 Véase Racine, J.-B., op. cit., apartado 72, pp. 64 y 65. Véanse los comentarios de Amaro, R., y Laborde, J.-F., op. cit., relativos a la prueba 

de la culpa, en el apartado 249, p. 148.
131 Véase Laborde, J.-F., «Cartel damages actions in Europe: How courts have assessed cartel overcharges (2019 ed.)», Concurrences, 

Institut de droit de la concurrence, París, 2019, n.o 4, en particular, p. 4. En 2019, de 239 asuntos procedentes de trece Estados 
miembros, el 57 % eran consecutivos a una resolución en la que una autoridad nacional declaraba la existencia de una infracción, el 
40 % seguían una decisión de la Comisión y solo en el 2 % de los casos se trataba de acciones aisladas (la mayor parte de los asuntos 
aislados corresponden a acciones civiles entabladas junto con la acción penal ante tribunales penales franceses). Los tribunales 
resolvieron demandas de indemnización por daños y perjuicios por acuerdos colusorios consecutivas a, al menos, sesenta y tres 
decisiones por las que se declaraba una infracción (a veces, una decisión sanciona varios cárteles. En consecuencia, el número de 
asuntos sobre cárteles que llegan a, al menos, un procedimiento es ligeramente superior).
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106. Por otra parte, entiendo que deben tenerse en cuenta las sugerencias de la doctrina en favor 
de la posibilidad de acudir al tribunal de la sede social del demandante, al basarse en la premisa de 
la multiplicidad de mercados afectados 132 o en el riesgo de que se acuda a la jurisdicción de un 
Estado miembro afectado por un cártel internacional en el que no esté establecida ninguna de las 
partes litigantes 133 o incluso en la relativización del objetivo de extraer el mismo criterio de 
conexión para los conflictos de ley y para la competencia, a saber, el del mercado afectado. 134

107. En términos generales, considero también muy interesante la sugerencia, como principio 
rector de la determinación de la competencia de los órganos jurisdiccionales, de facilitar la 
reparación satisfactoria de actos ilícitos o de vulneraciones de principios fundamentales. 135 En 
efecto, tal sugerencia traduce la idea de que el reforzamiento del ejercicio efectivo de los 
derechos en esos ámbitos particulares contribuye a la puesta en práctica de políticas generales de 
prevención.

108. Del conjunto de estas consideraciones resulta, en mi opinión, que la coexistencia de dos 
criterios de localización del daño a efectos de determinar la competencia judicial es posible, en lo 
que atañe a las acciones indemnizatorias de prácticas contrarias a la competencia, atendiendo al 
objetivo de proximidad que debe cumplirse y, en particular, al de facilitar el acceso a los medios de 
prueba. Una solución como esta permite garantizar cierta coherencia con los objetivos de la 
Directiva 2014/104, que incluye numerosas disposiciones en materia de prueba, ante la dificultad 
de recabar datos contables y financieros sobre las empresas y el mercado en cuestión, 136 y 
contribuir a una resolución más eficaz de litigios cuya complejidad se pone de manifiesto en los 
documentos elaborados por la Comisión, concebidos como ayuda práctica para los tribunales 
nacionales. 137

109. En ese sentido, considero que tal interpretación de las reglas de competencia contribuye a 
garantizar la tutela judicial efectiva del Derecho de la competencia de la Unión. 138

110. En mi análisis global sobre la determinación del lugar de materialización del supuesto daño y 
sobre la designación del órgano jurisdiccional competente en el territorio del Estado miembro en 
el que se ubica, propongo, en suma, al Tribunal de Justicia que considere que el artículo 7, punto 2 
del Reglamento n.o 1215/2012 debe interpretarse en el sentido de que, en el marco de una acción 
indemnizatoria del perjuicio causado por una infracción del artículo 101 TFUE consistente, en 
particular, en acuerdos colusorios sobre fijación e incremento de los precios de los bienes, el 

132 Véase Idot, L., «Le contentieux international des actions en réparation pour violation du droit de la concurrence: l’arrêt CDC revisité», 
Revue critique de droit international privé, Dalloz, París, 2019, n.o 3, pp. 786 a 815, en particular, apartado 22.

133 Véase Idot, L., «Contentieux en réparation pour violation du droit de la concurrence: de nouvelles précisions sur le lieu de 
matérialisation du dommage», Revue critique de droit international privé, Dalloz, París, 2020, n.o 1, pp. 129 a 138, en particular, 
apartado 8.

134 Véase Amaro, R., y Thomas, B., «Le contentieux de la réparation des pratiques anticoncurrentielles (juin 2019 — nov. 2019)», 
Concurrences, Institut de droit de la concurrence, París, 2020, n.o 1, apartado 35 «deuxième série de questions».

135 Véase Racine, J.-B., op. cit., apartados 57, p. 57, y 70, p. 64.
136 Véase Amaro R., y Laborde, J.-F., op. cit., apartados 144 y 145, pp. 85 y 86. Véase también, la sentencia de 21 de enero de 2021, 

Whiteland Import Export (C-308/19, EU:C:2021:47), apartado 51.
137 Véase la Guía práctica sobre la cuantificación del perjuicio en las demandas por daños y perjuicios por incumplimiento de los 

artículos 101 [TFUE] o 102 [TFUE] [SWD(2013) 205], que acompaña a la Comunicación de la Comisión sobre la cuantificación del 
perjuicio en las demandas por daños y perjuicios por incumplimiento de los artículos 101 [TFUE] o 102 [TFUE] (DO 2013, C 167, 
p. 19), que se centra en el sobrecoste, mientras que la repercusión de los sobrecostes se trata en la Comunicación de la Comisión 
titulada «Directrices destinadas a los órganos jurisdiccionales nacionales sobre cómo calcular la cuota del sobrecoste que se repercutió 
al comprador indirecto» (DO 2019, C 267, p. 4).

138 Sobre este particular, me remito a las consideraciones preliminares del Abogado General Jääskinen presentadas en el asunto CDC 
Hydrogen Peroxide (C-352/13, EU:C:2014:2443), puntos 26, 27 y 32. Véase también, en el mismo sentido, la sentencia de 21 de enero de 
2021, Whiteland Import Export (C-308/19, EU:C:2021:47), apartado 53.
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lugar de materialización del daño se localiza en el Estado miembro del mercado afectado por dicha 
infracción en el que se han sufrido los sobrecostes. El órgano jurisdiccional territorialmente 
competente será, en principio, aquel en cuya demarcación se halle el lugar de adquisición de 
dichos bienes por la empresa que ejerce su actividad en el mismo Estado miembro, que deberá 
determinarse en función de criterios económicos. En defecto de concordancia entre el lugar de 
materialización del daño y el de actividad del perjudicado, la demanda podrá presentarse ante el 
órgano jurisdiccional en cuya demarcación esté establecido el perjudicado.

111. Procedo a continuación a explicar las razones que me llevan a proponer al Tribunal de 
Justicia que precise que la identificación concreta del órgano jurisdiccional designado con arreglo 
al artículo 7, punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012 se rige por las normas internas de 
organización de los tribunales que los Estados miembros puedan haber establecido con vistas, en 
su caso, a una especialización de los mismos.

4. Sobre la concentración de competencias

112. En sus observaciones escritas presentadas ante el Tribunal de Justicia, el Gobierno francés y 
la Comisión subrayan, en esencia, que, si bien el artículo 7, punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012 
determina la competencia internacional y territorial de los órganos jurisdiccionales competentes 
para conocer de los litigios transfronterizos en materia delictual o cuasidelictual, incumbe 
únicamente a los Estados miembros, en el marco de su organización judicial, definir la 
demarcación de los órganos jurisdiccionales competentes, en particular, la de los tribunales 
especializados en materia de acciones de daños y perjuicios por infracción de las disposiciones 
del Derecho de la competencia. En su respuesta a la pregunta escrita del Tribunal de Justicia al 
respecto, el Gobierno español defiende este análisis.

113. Yo comparto también esta opinión, en atención al sistema instaurado por el Reglamento 
n.o 1215/2012 y a la especificidad de las acciones en materia de reparación de los daños 
provocados por prácticas contrarias a la competencia. 139

a) Análisis sistémico

114. En ciertos aspectos, me parece aplicable, por analogía, el razonamiento seguido por el 
Tribunal de Justicia en la sentencia Sanders y Huber 140 y, en menor medida, en la sentencia de 
9 de enero de 2015, RG. 141

115. En la sentencia Sanders y Huber, se habían planteado al Tribunal de Justicia unas cuestiones 
prejudiciales relativas a la concentración de las competencias judiciales en materia de obligaciones 
de alimentos transfronterizas a favor de un órgano jurisdiccional de primera instancia competente 
en el lugar en que se encuentra el órgano jurisdiccional de apelación. 142

139 Véase el punto 108 de las presentes conclusiones.
140 Véanse también, en este sentido, las conclusiones del Abogado General Campos Sánchez-Bordona presentadas en el asunto Vereniging 

van Effectenbezitters (C-709/19, EU:C:2020:1056), punto 94.
141 C-498/14 PPU, EU:C:2015:3.
142 Véase la sentencia Sanders y Huber, apartados 22 y 38. Concretamente, el órgano jurisdiccional competente, con arreglo a la 

disposición nacional controvertida, era el Amtsgericht (Tribunal de lo Civil y Penal, Alemania) establecido en la sede del 
Oberlandesgericht (Tribunal Superior Regional de lo Civil y Penal, Alemania) territorialmente competente ante el que debe 
comparecer el acreedor, en su caso, en el marco de un procedimiento de apelación.
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116. El Tribunal de Justicia interpretó de esta forma el artículo 3, letra b), del Reglamento (CE) 
n.o 4/2009 del Consejo, de 18 de diciembre de 2008, relativo a la competencia, la ley aplicable, el 
reconocimiento y la ejecución de las resoluciones y la cooperación en materia de obligaciones de 
alimentos, 143 con arreglo al cual el órgano jurisdiccional competente para pronunciarse sobre los 
litigios transfronterizos relativos a obligaciones de alimentos es el del «lugar donde el acreedor 
tenga su residencia habitual».

117. Se trata de una de las disposiciones relativas a las reglas de competencia que sustituyeron las 
del Reglamento n.o 44/2001, en la misma línea que el Convenio de Bruselas. 144 El Tribunal de 
Justicia declaró que «esta disposición, que determina tanto la competencia internacional como la 
competencia territorial, tiene por objeto unificar las reglas de conflicto de jurisdicción (véase, en 
este sentido, la sentencia de 3 de mayo de 2007, Color Drack, C-386/05, EU:C:2007:262, 
apartado 30)». 145

118. En la sentencia Sanders y Huber, el Tribunal de Justicia declaró que, si bien las reglas de 
conflicto de jurisdicciones han sido armonizadas mediante la introducción de una determinación 
de los criterios comunes de vinculación, la identificación concreta del órgano jurisdiccional 
competente sigue siendo competencia de los Estados miembros, siempre que dicha normativa 
nacional no ponga en entredicho los objetivos del Reglamento n.o 4/2009 y no prive a este de su 
efecto útil. 146

119. El Tribunal de Justicia precisó que la consecución de los objetivos de proximidad y de buena 
administración de la justicia no implica que los Estados miembros deban crear órganos 
jurisdiccionales competentes en cada lugar, 147 y que es necesario que el órgano jurisdiccional 
competente sea el que garantice un vínculo particularmente estrecho con el lugar en el que el 
acreedor de alimentos tenga su residencia habitual, mencionado en el artículo 3, letra b), del 
Reglamento n.o 4/2009. 148

120. A este respecto, el Tribunal de Justicia hizo una valoración positiva de la concentración de 
competencias, habida cuenta de que, en materia de obligaciones de alimentos, la elección de esta 
fórmula organizativa puede contribuir a desarrollar un conocimiento particular que dé respuesta a 
una parte de los objetivos perseguidos con el Reglamento n.o 4/2009 y a una buena administración 
de la justicia. 149

121. En consecuencia, por los mismos motivos, basta, desde mi punto de vista, por lo que atañe al 
artículo 7, punto 2, del Reglamento n.o 1215/2012, con considerar que el órgano jurisdiccional al 
que se ha sometido el asunto se reconozca competente, en virtud de dicha disposición, con 

143 DO 2009, L 7, p. 1.
144 Véase la sentencia Sanders y Huber, apartado 23. El artículo 3, letra b), del Reglamento n.o 4/2009 está redactado en términos parecidos 

a los de las reglas de «competencias especiales» en materia de obligaciones de alimentos que figuraban en el artículo 5, punto 2, del 
Convenio de Bruselas y en el artículo 5, punto 2, del Reglamento n.o 44/2001.

145 Sentencia Sanders y Huber, apartado 30.
146 Véase la sentencia Sanders y Huber, apartado 32 y jurisprudencia citada. Véase también el apartado 22 de dicha sentencia por lo que 

respecta a la legislación nacional de que se trataba. Dicha legislación repartía la competencia territorial en materia de litigios relativos a 
obligaciones de alimentos en función de si existían o no elementos de extranjería. En las situaciones transfronterizas, exigía una 
transferencia de competencia territorial a favor de un órgano jurisdiccional de primera instancia distinto de aquel que en principio 
correspondía al interesado en función de su lugar de residencia.

147 Véase la sentencia Sanders y Huber, apartado 35.
148 Véase la sentencia Sanders y Huber, apartado 36.
149 Véase la sentencia Sanders y Huber, apartados 44 y 45.
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arreglo al criterio de conexión pertinente localizado en su demarcación, 150 es decir, en la parte del 
territorio nacional en el que ejerce sus atribuciones. 151 Se trata también de no convertir el criterio 
geográfico en un criterio de conexión, entendido en sentido estricto, que favorezca la proximidad 
en detrimento de la buena administración de la justicia. 152

122. Sin embargo, en la sentencia Sanders y Huber, el Tribunal de Justicia resolvió que, en caso de 
concentración de competencias, se impone un examen concreto de la situación existente en el 
Estado miembro de que se trate con objeto de asegurarse de que la normativa nacional no priva 
de efecto útil al reglamento aplicable al litigio. 153

123. Esta reserva volvió a formularse en la sentencia de 9 de enero de 2015, RG, 154 relativa a la 
atribución a un tribunal especializado de la competencia para examinar las cuestiones de 
restitución y de custodia de un menor, pese a que un órgano jurisdiccional ya conocía de un 
procedimiento sobre el fondo acerca de la responsabilidad parental frente al menor, 155 con 
ocasión del examen de unas disposiciones relativas a la designación del tribunal nacional 
competente, que corresponde a los Estados miembros. Es interesante señalar que, en ese caso, el 
Tribunal de Justicia se decantó por el objetivo de celeridad de los procedimientos, plasmado en el 
Reglamento n.o 2201/2003. 156

124. Pues bien, en materia de violación de los derechos de protección de la competencia, el marco 
legislativo en el que se establece la concentración de competencias en un Estado miembro 157 es 
muy diferente. En este sentido, entiendo que procede señalar la ausencia, en materia delictual o 
cuasidelictual, de límites como los que resultan del objeto específico, en particular, del 

150 Véase, en este sentido, la sentencia de 16 de mayo de 2013, Melzer (C-228/11, EU:C:2013:305), apartado 28. Véase, en materia 
contractual, la sentencia de 3 de mayo de 2007, Color Drack (C-386/05, EU:C:2007:262), apartados 37 y 44.

151 La demarcación de un órgano jurisdiccional comprende varias localidades o entes territoriales repartidos en el territorio nacional. 
Véanse, a este respecto, las conclusiones del Abogado General Jääskinen en los asuntos acumulados Sanders y Huber (C-400/13 
y C-408/13, EU:C:2014:2171), puntos 55 y 56.

152 En el apartado 29 de la sentencia Sanders y Huber, el Tribunal de Justicia subrayó que «el objetivo de buena administración de la 
justicia debe entenderse no solamente desde el punto de vista de una optimización de la organización jurisdiccional, sino también […] 
desde la perspectiva del interés de las partes, tanto del demandante como del demandado, en un acceso simplificado a la justicia y en la 
previsibilidad de la competencia».

153 Véanse los apartados 32 y 46 de dicha sentencia. Véase, como ejemplo de un análisis del respeto del principio de efectividad en caso de 
concentración de contencioso en materia de ayudas agrícolas en un órgano jurisdiccional especializado, la sentencia de 27 de junio de 
2013, Agrokonsulting-04 (C-93/12, EU:C:2013:432), apartados 50 a 58.

154 C-498/14 PPU, EU:C:2015:3, apartados 41 y 51.
155 El Tribunal de Justicia interpretó el artículo 11, apartados 7 y 8, del Reglamento (CE) n.o 2201/2003 del Consejo, de 27 de noviembre de 

2003, relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y de responsabilidad 
parental, por el que se deroga el Reglamento (CE) n.o 1347/2000 (DO 2003, L 338, p. 1).

156 Véase la sentencia de 9 de enero de 2015, RG (C-498/14 PPU, EU:C:2015:3), apartado 52.
157 Sobre este particular, la Comisión precisó, en sus observaciones escritas, que, según la información de que dispone, «en Bélgica, en 

Alemania, en Grecia, en España, en Francia, en Italia, en Portugal, en Suecia y en Eslovaquia, unas secciones especializadas de los 
tribunales civiles ordinarios se ocupan de la tramitación de las demandas de daños y perjuicios, mientras que, en Dinamarca, en 
Lituania, en Letonia, en Rumanía y en el Reino Unido, esa tramitación corresponde a tribunales especializados». Véanse, por lo que se 
refiere a Francia, Italia e Irlanda, las precisiones aportadas por Riffault-Silk, J., «Les actions privées en droit de la concurrence: 
obstacles de procédure et de fond», Revue Lamy de la concurrence, enero/marzo 2006, n.o 6, pp. 84 a 90, en particular, p. 87. Allí se 
aclara también que, en otras materias, los Estados miembros han podido optar por concentrar las competencias materiales de los 
órganos jurisdiccionales, en particular, en materia de propiedad industrial. Por lo que respecta al Derecho marítimo, véanse las 
conclusiones del Abogado General Jääskinen en los asuntos acumulados Sanders y Huber (C-400/13 y C-408/13, EU:C:2014:2171), 
nota 72.
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Reglamento n.o 4/2009 158 y, en lo que respecta al asunto que dio lugar a la sentencia Sanders y 
Huber, las particularidades de la legislación nacional en cuestión a la luz de los objetivos de dicho 
Reglamento. 159

125. En este sentido, comparto las opiniones expresadas por otros abogados generales acerca de la 
autonomía de los Estados miembros en materia de concentración de competencias territoriales, ya 
resulten o no de un reparto de las competencias materiales, limitada por la exigencia de que no se 
menoscabe el efecto útil del Reglamento n.o 1215/2012 y por el principio de equivalencia. 160

126. Asimismo, dado que el objeto de las acciones de que se trata constituye una parte importante 
del examen que debe efectuar el Tribunal de Justicia, 161 deben destacarse los elementos que 
caracterizan en particular el procedimiento contencioso sobre indemnización por prácticas 
contrarias a la competencia.

b) Especificidad de las acciones indemnizatorias por prácticas contrarias a la competencia

127. En primer lugar, conviene recordar la falta de regulación de los requisitos procesales para el 
ejercicio de las acciones en materia de Derecho de la competencia, que justifica que se considere 
que los Estados miembros, en el marco de su organización judicial, son los que determinan cuál es 
el órgano jurisdiccional competente ratione materiae y cuál es la extensión de su demarcación, 
siempre que se respeten los principios de equivalencia 162 y de efectividad. 163

128. En segundo lugar, considero, al igual que la Comisión, que es preciso tener en cuenta la 
entrada en vigor y la transposición de la Directiva 2014/104, 164 así como la complejidad técnica 
de las normas aplicables a las acciones de daños y perjuicios por infracciones a las disposiciones 
del Derecho de la competencia. 165

129. Por tales razones, me parece indispensable que, para responder al juzgado remitente, el 
Tribunal de Justicia se inspire en la redacción de las sentencias de 16 de mayo de 2013, Melzer, 166

o CDC Hydrogen Peroxide, relativas a la competencia en materia delictual o cuasidelictual, en las 
que se utiliza la expresión «tribunal en cuyo territorio».

158 El origen de dicho Reglamento radica en la voluntad de desarrollar un instrumento específico, distinto del Reglamento n.o 44/2001, a fin 
de reforzar la protección del acreedor de los alimentos, considerado la parte más débil, especialmente en materia de reconocimiento y 
de ejecución de las resoluciones dictadas en la materia. Véase la sentencia Sanders y Huber, apartado 41, y las conclusiones del 
Abogado General Jääskinen en los asuntos acumulados Sanders y Huber (C-400/13 y C-408/13, EU:C:2014:2171), puntos 38 y 40.

159 Véase la nota 146 de las presentes conclusiones y la sentencia Sanders y Huber, apartado 46.
160 Véanse las conclusiones del Abogado General Jääskinen presentadas en el asunto CDC Hydrogen Peroxide (C-352/13, 

EU:C:2014:2443), nota 74, y, en relación con consideraciones relativas a diversos instrumentos aplicables, las conclusiones del Abogado 
General Saugmandsgaard Øe presentadas en el asunto Guaitoli y otros (C-213/18, EU:C:2019:524), punto 74, y las notas 67 y 68.

161 Véanse los puntos 122 y 123 de las presentes conclusiones.
162 Según dicho principio, la regulación procesal de las acciones destinadas a garantizar la tutela de los derechos que el Derecho de la 

Unión confiere a los justiciables no debe ser menos favorable que la referente a acciones semejantes de Derecho interno, véase, en 
particular, la sentencia de 27 de junio de 2013, Agrokonsulting-04 (C-93/12, EU:C:2013:432), apartado 36. En caso de prácticas 
contrarias a la competencia, podría tratarse de recursos que se entablan sobre la base de decisiones de autoridades nacionales. Véase 
Blumann, C., y Dubouis, L., Droit matériel de la Unión européenne, 8.a ed., Librairie général de droit et de jurisprudence, París, 2019, 
apartado 938, p. 665.

163 Véase, respecto de esos principios generales destinados a garantizar la salvaguardia de los derechos que el efecto directo del Derecho de 
la competencia confiere a los justiciables, la sentencia de 13 de julio de 2006, Manfredi y otros (C-295/04 a C-298/04, EU:C:2006:461), 
apartados 62 y 71 y jurisprudencia citada. Véase también, la sentencia de 21 de enero de 2021, Whiteland Import Export (C-308/19, 
EU:C:2021:47), apartado 46.

164 Véase el punto 68 de las presentes conclusiones.
165 Véase la nota 137 de las presentes conclusiones.
166 C-228/11, EU:C:2013:305.

28                                                                                                                ECLI:EU:C:2021:322

CONCLUSIONES DEL SR. DE LA TOUR — ASUNTO C-30/20 
VOLVO Y OTROS



130. A la vista de todas estas consideraciones relativas a la concentración de las competencias de 
los órganos jurisdiccionales, propongo al Tribunal de Justicia que interprete el artículo 7, punto 2, 
del Reglamento n.o 1215/2012 en el sentido de que, si bien dicha disposición determina la 
competencia territorial, tanto en el plano internacional como interno, de los órganos 
jurisdiccionales competentes para conocer de los litigios transfronterizos en materia delictual o 
cuasidelictual, los Estados miembros pueden decidir concentrar la tramitación de estos litigios 
ante determinados órganos jurisdiccionales, en el marco de su organización judicial, sin perjuicio 
de la observancia de los principios de equivalencia y de efectividad. En particular, en el ámbito del 
Derecho de la competencia, los Estados miembros deben velar por que las normas que establezcan 
o apliquen no menoscaben la aplicación efectiva de los artículos 101 TFUE y 102 TFUE.

V. Conclusión

131. Habida cuenta del conjunto de consideraciones anteriores, propongo al Tribunal de Justicia 
que responda del siguiente modo a la cuestión prejudicial planteada por el Juzgado de lo Mercantil 
n.o 2 de Madrid:

«El artículo 7, punto 2, del Reglamento (UE) n.o 1215/2012 del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 12 de diciembre de 2012, relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la ejecución de 
resoluciones judiciales en materia civil y mercantil, debe interpretarse en el sentido de que:

– dicho artículo designa el órgano jurisdiccional competente del Estado miembro, en cuya 
demarcación, en particular, se materializa el daño directo.

– en el marco de una acción indemnizatoria del perjuicio causado por una infracción del 
artículo 101 TFUE consistente, en particular, en acuerdos colusorios sobre fijación e 
incremento de los precios de los bienes, el lugar de materialización del daño se localiza en el 
Estado miembro del mercado afectado por dicha infracción dentro del cual se han sufrido los 
sobrecostes. El órgano jurisdiccional territorialmente competente es, en principio, aquel en 
cuya demarcación se encuentra el lugar de adquisición de dichos bienes por la empresa que 
ejerce su actividad en el mismo Estado miembro, que debe determinarse en función de criterios 
económicos. En defecto de concordancia entre el lugar de materialización del daño y el de 
actividad del perjudicado, la demanda podrá presentarse ante el órgano jurisdiccional en cuya 
demarcación esté establecido el perjudicado.

– los Estados miembros pueden decidir concentrar la tramitación de los litigios ante 
determinados órganos jurisdiccionales, en el marco de su organización judicial, sin perjuicio 
de la observancia de los principios de equivalencia y de efectividad. En particular, en el ámbito 
del Derecho de la competencia, los Estados miembros deben velar por que las normas que 
establezcan o apliquen no menoscaben la aplicación efectiva de los artículos 101 TFUE 
y 102 TFUE.»
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